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En mi condición de director del trabajo realizado por Manuela Cruz Muñoz, 
estudiante del programa Maestría en Derecho con énfasis en Derecho 
Administrativo, rindo concepto favorable a la monografía titulada: “Respuestas 
patrimoniales para las víctimas del asbesto: instituciones de responsabilidad y 
fondos de indemnización basados en el principio de solidaridad”. 
 
Se trata de un trabajo que estudia las consecuencias perjudiciales del asbesto y las 
posibilidades patrimoniales que pueden tener sus víctimas. Manuela, siempre 
movida por una genuina preocupación por las personas que han padecido por los 
diferentes usos que se le da a este material, construye una propuesta que resulta 
innovadora y necesaria para nuestro ordenamiento jurídico.  
 
A partir de un análisis que pasa revista a diversas instituciones jurídicas, como la 
responsabilidad y solidaridad, y desde una metodología ordenada, un lenguaje 
adecuado y un objetivo claramente delimitado, no solo presenta un estudio completo 
del estado del arte sino que, de manera coherente con las motivaciones que 
impulsaron su trabajo, explora propuestas concretas de solución.  
 
En conclusión, en mi criterio, el trabajo que se presenta a consideración de los 
jurados cumple, extensamente, con los requisitos exigidos por el programa, en la 
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Según la Real Academia de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales, el asbesto o 
amianto es un grupo de materiales integrado por variedades fibrosas de diferentes 
minerales (anfíboles y minerales del grupo de la serpentina)1. Dichos materiales se 
extraen a cielo abierto de una roca, la cual se fragmenta y se somete a procesos de 
molienda para liberar las fibras que finalmente serán embaladas de acuerdo con su 
uso comercial2. El asbesto es resistente al fuego, a la abrasión, a agentes químicos, 
a microorganismos, además, es un aislante térmico, eléctrico y acústico3, y tiene un 
bajo costo en el mercado. 
 
Tal y como lo expone el periodista Giampiero Rossi en su libro La lana de la 
salamandra, en la antigüedad el amianto era usado con objetivos “mágicos” y 
“rituales”, pues se consideraba que el asbesto era un animal que desafiaba el fuego 
sin sufrir daño4. Se afirma también, que fue usado para la fabricación de utensilios 
de cocina en Escandinava hace aproximadamente cuatro mil quinientos (4.500) 
años y que tal costumbre se extendió a China donde se fabricaban manteles y ropa 
de este mineral, a los cuales se les efectuaba una limpieza bastante particular ya 
que se les arrojaba al fuego sin que perdieran su integridad5. 
 
El punto más álgido en la historia del uso del asbesto se da en el siglo XIX con la 
Revolución Industrial pues fue un material clave en la tecnificación por sus 
características aislantes. Para ese entonces, se creó el primer traje de bomberos 
                                                             
1 REAL ACADEMIA DE CIENCIAS EXACTAS, FÍSICAS Y NATURALES. Glosario de Geología.  Disponible en: 
https://www.ugr.es/~agcasco/personal/rac_geologia/rac.htm. 
2 SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Guía para la elaboración de la cédula de operación Anual. Disponible en: 
https://apps1.semarnat.gob.mx:8443/retc/guias/g_asbst.pdf. 
3ECURED. Amianto.  Disponible en: https://www.ecured.cu/Amianto. 
4 ROSSI, Giampiero. La lana de la salamandra. 2 ed. España.: Ediciones GPS, 2011. Disponible en internet: 
https://www.ccoo.es/a04a626d823dfdf774721ef96e9707a4000001.pdf. 





con este insumo, se incluyó en la fabricación de máquinas de vapor, en generadores 
eléctricos, chimeneas y en diversas construcciones. 
 
En la Segunda Guerra Mundial se continuó empleando para la construcción de 
barcos, tanques de guerra, helicópteros, aviones, vehículos y viviendas militares6, 
al punto que la compañía estadounidense Johns-Manville creó una estatua 
denominada “Hombre de amianto” para evidenciar la importancia de este mineral 
en la industria7. 
 
Con lo dicho hasta este punto, podría pensarse que el asbesto genera beneficios, 
sin embargo, según la Organización Mundial de la Salud, el asbesto es un material 
cancerígeno que causa la muerte de ciento siete mil (107.000) personas al año8.  
 
En Colombia, mucho se ha escrito sobre su malignidad, sin embargo, en ninguno 
de estos estudios se abordan las instituciones jurídicas que permiten a las víctimas 
o a sus beneficiarios obtener una indemnización o compensación por los daños 
padecidos. Es por ello que en este trabajo se abordarán algunas respuestas 
patrimoniales en favor de los afectados, desde el ámbito de la responsabilidad y la 
solidaridad.  
 
Para tal fin, se esbozará en el primer capítulo, la certeza de la malignidad del 
asbesto y su prohibición en algunos países; en el segundo capítulo se traerán a 
colación cuatro escenarios de responsabilidad: la del empleador para el caso de la 
exposición ocupacional; por producto defectuoso y civil en el caso de la exposición 
ambiental y no ocupacional, y la del Estado, en el caso de las Viviendas de Interés 
Social e Interés Prioritario que fueron construidas con asbesto y los residuos de este 
                                                             
6 MARTÍNEZ, Abel. Historia del tóxico asbesto, temido mineral industrial. En: El diario de salud. 28, octubre, 
2019.  Disponible en: https://eldiariodesalud.com/catedra/historia-del-toxico-asbesto-temido-mineral-industrial. 
7 RECURSOS INFORMATIVOS ONLINE SOBRE EL MESOTELIOMA. Op.cit. 
8 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD. Asbesto crisotilo. En: publicaciones Departamento de Salud 




mineral que reposan en zonas públicas del municipio de Sibaté, Cundinamarca. Se 
hace la salvedad que, en estos dos últimos casos, se expone además como una 
forma de contribuir a la política de prevención del daño antijurídico. 
 
Finalmente, teniendo como sustento el principio-deber de la solidaridad y toda vez 
que los mecanismos judiciales no resultan ser eficientes y eficaces en muchos 
casos, se presenta en la última parte una propuesta de creación legal de un Fondo 
de indemnización para las víctimas del asbesto en Colombia, partiendo de la 
experiencia de países como Francia, Bélgica y Holanda, donde el modelo ha tenido 
resultados exitosos. 
 
Para el desarrollo del escrito, se acudió a la investigación teórica y se llevó a cabo 
un análisis comparado, en tanto se tomaron normas, casuística y figuras jurídicas 
















LAS PATOLOGÍAS CAUSADAS POR LA EXPOSICIÓN AL ASBESTO SON 
CONSTITUTIVAS DE DAÑO: RÉGIMEN JURÍDICO 
 
1. CONTEXTO INTERNACIONAL  
 
A finales del siglo XIX, luego de una larga explotación, transformación y uso del 
asbesto en Europa, Asia y Estados Unidos, se observaron sus efectos en la salud 
de quienes laboraban con este mineral. Fue M. Murray en Inglaterra quien 
diagnosticó en 1899 el primer caso de asbestosis en el mundo9 y, según el artículo 
“Mortality from lung cáncer in asbestos workers”, escrito por Richard Doll en 1954, 
fue Merewether quien en 1949, luego de realizar pruebas a 231 personas 
empleadas en ocupaciones relacionadas con amianto, logró probar que 31 de ellos, 
es decir el 13.2%, padecían cáncer de pulmón10.  
 
En su escrito, el médico Doll refiere que desde 1935 se recopilaron todos los 
registros de las necropsias realizadas a las personas que trabajaron en obras de 
asbesto y se logró concluir que con el incremento en la demanda laboral en el año 
1914, las muertes por cáncer de pulmón ascendieron considerablemente en 
Inglaterra, mientras que a partir de 1931, cuando se expidió la primera regulación 
dirigida a la industria del asbesto, ese número empezó a disminuir de manera 
considerable11. 
 
En los años sucesivos han sido múltiples los estudios científicos sobre la relación 
entre la exposición al asbesto y el cáncer, los cuales hoy en día permiten afirmar 
                                                             
9 JURETSCHKE, M.A. Enfermedades pleuropulmonares por exposición al asbesto. En: Revista de Patología 
Respiratoria. Abril-junio, 2005. vol. 8, no. 2, 189 a 191 p. Disponible en: 
https://www.revistadepatologiarespiratoria.org/descargas/pr_8-2_189-191.pdf. 
10 En español: Mortalidad por cáncer de pulmón en trabajadoras de amianto. 
11 DOLL, Richard. Mortality from lung cancer in asbestos workers. En: British Journal of Industrial Medicine. 




vehementemente que sus beneficios son mucho menores que los perjuicios que 
que causa en las personas. 
 
A la fecha, se han identificado como producto de la exposición al asbesto 
enfermedades como el derrame pleural no maligno, fibrosis pleural localizada y 
difusa, atelectasia redonda, asbestosis, carcinoma broncogénico, mesotelioma12, 
engrosamiento pleural, cáncer de laringe, cáncer de pulmón, entre muchos otros 
que surgen por la inhalación de este material. 
 
Al respecto, los galenos Carmen María Diego y Miguel Brun en el artículo “Patología 
pleural y pulmonar por asbesto” publicado en la revista Medicina respiratoria, 
explican el proceso de formación de dichas patologías respiratorias en los siguientes 
términos: 
 
(…) Las fibras de asbesto presentan unas características físicas (…) adecuadas 
para, una vez inhaladas, depositarse en las bifurcaciones de las vías aéreas, 
bronquiolos respiratorios y alveolos, pudiendo migrar al intersticio pulmonar. 
Algunas de estas fibras son eliminadas y otras son transportadas a la superficie 
pleural a lo largo de los canales linfáticos (…). Los macrófagos activados son 
estimulados para envolver y eliminar las fibras. Este proceso no siempre tiene éxito 
y algunas fibras continúan retenidas, especialmente fibras largas. Dichas fibras 
inducen apoptosis en los macrófagos y estimulan la inflamación. Este efecto se 
reduce cuando la fibra es cubierta, dando lugar a los cuerpos de asbesto o “cuerpos 
curiosos” pero la gran mayoría de las fibras permanecen en el pulmón sin cubrir. Por 
todas estas razones el amianto tiene una larga vida en el pulmón, penetra en el 
intersticio y muestra una buena movilidad tanto en el pulmón como en el resto del 
cuerpo. 
 
(…) En cuanto al efecto carcinógeno del asbesto, se cree que la interacción con las 
células Natural Killer (Destructora Natural) altera su función citotóxica permitiendo 
que células tumorales puedan escapar al control del sistema inmune. Otros autores 
han detectado además la capacidad de las fibras de asbesto, en especial las de los 
anfíboles, para producir un daño directo en el ADN de células inmunocompetentes 
relacionadas con la defensa antitumoral (…). Se sabe que el silicato produce radicales 
oxidantes con efecto citotóxico capaces de producir reordenamientos y deleciones 
                                                             
12 DIEGO, Carmen, et al. Patología pleural y pulmonar por asbesto. En: Sección de Neumología Complexo 





cromosómicas, mutaciones de los genes reguladores y protectores del ciclo celular 
como P53 y FHIT y la mutación y del oncogen k-ras (…). 
 
Las enfermedades pleurales y pulmonares producidas por la inhalación de asbesto 
(…) Todas ellas tienen una característica común y es su prolongado tiempo de 
latencia, esto es, tiempo desde la primera exposición hasta la aparición de la 
enfermedad 13. 
 
Con esta descripción podemos demostrar que, desde el momento en que se expone 
la persona a las fibras o polvo de asbesto y hasta el diagnóstico de una de las 
enfermedades antes citadas, pueden pasar alrededor de 15 a 40 años14, lo cual 
desde el derecho nos enfrenta a diversos problemas como la carga probatoria en 
caso de reclamación, el establecimiento del nexo causal, la demostración del daño, 
entre muchos otros interrogantes que serán enfrentados con posterioridad. 
 
Finalmente, no pueden dejarse de lado las fuentes de exposición al amianto que, 
hasta hoy, han sido identificadas como exposición ambiental, exposición laboral y 
exposición no ocupacional. A fin de poder analizar en el capítulo siguiente si existe 
reparación o solidaridad con las víctimas del asbesto de acuerdo con cada 
categoría. El libro Asbesto: una visión desde la academia15 realiza la siguiente 
definición: 
 
Exposición ambiental: corresponde al mineral que proviene de depósitos 
naturales o de otros materiales, y que se encuentra en el aire a raíz de la erosión 
de rocas o de edificios que están siendo demolidos; puede provenir, también, por 
ingesta de agua contaminada con asbesto por el cemento usado en la fabricación 
de tanques o en los filtros usados para su purificación. 
   
                                                             
13 Ibíd. Negrillas por fuera del texto. 
14 G. Luis, et al. Toxicología del asbesto. En: Cuadernos de Medicina Forense. Julio, 2009. vol. 57. 207-213 p. 
Disponible en:  http://scielo.isciii.es/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1135-76062009000300003. 
15 GRUPO DE INVESTIGACIÓN: OBSERVATORIO DE SALUD PÚBLICA EPIDEMIOLOGIA Y 




Exposición laboral: se relaciona con la exposición a la que se atienen los 
trabajadores que cumplen labores en minas de asbesto, en la industria de 
fibrocemento, en la industria textil, en construcción, en el desmonte de barcos y 
trenes, en la demolición de edificios, en los talleres de reparación de automóviles, 
soldadores; asimismo, quienes cumplen funciones en refinerías, plantas de 
construcción de techos. 
 
Exposiciones no ocupacionales: se relaciona con la exposición indirecta, la que 
afecta a los familiares de trabajadores de la industria de asbesto, quienes resultan 
afectados por los diversos elementos que transportan a sus residencias. 
 
De modo que, en cada caso concreto habrá de analizarse la génesis del contacto 
del afectado con el mineral. 
 
2. CONTEXTO NACIONAL 
 
La historia del asbesto en Colombia es reciente, sin embargo, no por ello es menos 
grave que en el resto de los países. De acuerdo con el “Informe sobre los 
yacimientos de asbesto de Norizal (Antioquia)”, elaborado en el año 1940 por el 
Departamento de Minas del entonces denominado Ministerio de la Economía 
Nacional, para esa fecha el amianto no era explotado comercialmente pues quedó 
allí plasmado que “en el mercado nacional no se tienen cotizaciones actuales de 
asbesto porque no se producen en ninguna parte”. No obstante, sí se conocía que 
la tonelada del mineral era “relativamente baja”, según datos de Canadá y Estados 
Unidos, y por lo tanto se constituía en un mercado muy atractivo16. 
 
El 21 de mayo de 1942 se fundó Eternit Colombiana S.A., en Sibaté, Cundinamarca, 
cuyo objeto social era la fabricación de productos de cemento de asbesto. 
                                                             
16COLOMBIA. MINISTERIO DE LA ECONOMÍA NACIONAL DEPARTAMENTO DE MINAS. Informe sobre los 
yacimientos de asbesto de Norizal Antioquia. Bogotá, Servicio Geológico Colombiano, 1940. Informe No.CM2. 
16 
 
Posteriormente, en el año 1944, se abrieron nuevas plantas en Cali y en Barranquilla  
como resultado de la alta demanda17. 
 
En el año 1972, se comenzó a explotar la mina de Campamento bajo la dirección 
de la firma canadiense Nicolet Industries Inc.18 y, con el tiempo, se le otorgó el título 
minero a la Sociedad Mineras las Brisas de Colombia S.A.S.  
 
Según cifras del Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas (DANE), en 
el año 2007 (última medición) se elaboraron en Colombia los siguientes productos 
cuya materia prima era el asbesto: 
 




Fuente. DANE. “EAM-2007 Estadísticas de productos según CPC versión 1.0. 
 
                                                             
17 UNIVERSIDAD DE LOS ANDES. Colombia sin Asbesto. En: Nota Uniandina. Diciembre, 2019. vol. 55. 
Disponible en: https://uniandes.edu.co/es/noticias/periodismo-y-comunicaciones/colombia-sin-asbesto. 
ETERNIT. Historia. Disponible en: https://www.eternit.com.co/historia. 
18 VARGAS, Elkin. Huellas al futuro, 125 años de la Ingeniería de Minas en Colombia. Medellín.: Editorial 






De acuerdo con el reporte de Eternit Colombiana S.A., se han frabricado “350 
millones de metros cuadrados de (…) tejas y se han servido 1 millón y medio (sic) 
de viviendas con (…) tanques por el territorio nacional”19. 
 
Como se observa en la Tabla 1., son múltiples los elementos fabricados con 
asbesto, de modo que el riesgo de sufrir algunas de las enfermedades asociadas al 
uso de este material es cada vez mayor. Esto sin considerar que casi la totalidad de 
estos elementos también fueron usados por parte del Estado en viviendas de interés 
social20. 
 
De conformidad con la tabla de enfermedades laborales relacionadas con el uso y 
explotación del asbesto (Decreto 1477 de 2014) y con fundamento en la clasificación 
Internacional de Enfermedades 10ª revisión (CIE-10), el Ministerio de Salud y 
Protección Social registra las siguientes defunciones por mesotelioma de pleura, 
peritoneo, pericardio, placas epicárdicas, asbestosis y placas pleurales entre los 
años 2005 y 201821:  
 




Fuente. Respuesta a la petición elevada por la autora al Ministerio de Salud y Protección 
Social. 
                                                             
19 ETERNIT. Historia. Disponible en: https://www.eternit.com.co/historia. 
20 GREENPEACE Y CLÍNICA JURÍDICA DE MEDIO AMBIENTE Y SALUD PÚBLICA UNIVERSIDAD DE LOS 
ANDES. Informe: el asbesto sigue enfermando a Colombia. Bogotá: GREENPEACE, junio, 2017. Disponible 
en: http://greenpeace.co/pdf/asbesto/informe-ASBESTO.pdf. 
21 Anexo A. Respuesta a la autora a una petición elevada al Ministerio de Salud y Protección Social el 09 de 
febrero de 2020 bajo el radicado 202042400187542.  
18 
 
Las cifras anteriores se contradicen con la versión dada por el Director de 
Promoción y Prevención del Ministerio de Salud, Elkin Osorio, quien aseveró en una 
entrevista dada al medio de comunicación Blu Radio el día 12 de octubre de 2017, 
que “actualmente más de 1.500 personas mueren al año en el país por cáncer que 
tendría relación con el asbesto” 22. 
 
Lo cierto entonces es que el registro no es exacto y no contempla la realidad del 
número de víctimas que año tras año mueren por culpa del amianto23. 
 
3. LA PROHIBICIÓN DEL ASBESTO 
 
Han sido múltiples los instrumentos normativos internacionales utilizados para tratar 
de aminorar el daño que causa el amianto en la salud de las personas que están 
expuestas a él. Sin embargo, el fin de este escrito no es precisamente hacer un 
análisis detallado de la prohibición del mineral pues, de hacerlo, se desvirtuaría el 
objetivo principal que es determinar si esas víctimas tienen derecho a obtener algún 
tipo de reparación o compensación en Colombia. Es por ello que se traerán a 
colación solamente aquellas figuras jurídicas que se consideran relevantes para el 







                                                             
22 Redacción digital Bluradio, “Cada año hay en promedio 1.500 muertes por asbesto en Colombia: Minsalud”, 
publicado el 12 de octubre de 2017. Disponible en : https://www.bluradio.com/salud/cada-ano-hay-en-promedio-
1500-muertes-por-asbesto-en-colombia-minsalud-156503, consultado el 20 de abril de 2019.  
23 “(…) En la mayoría de los países que todavía usan asbesto, las estimaciones locales del impacto en la salud 
del asbesto son escasas. Este es, por ejemplo, el caso de los cuatro países latinoamericanos que son o han 
sido los mayores consumidores de asbesto en la región: Argentina, Brasil, Colombia y México […]. No se han 
informado más de un puñado de estudios epidemiológicos descriptivos y analíticos (de casos y controles o de 
cohortes) sobre el cáncer relacionado con el asbesto de estos países en la literatura abierta: lo más probable 
es que lo que describen representa la punta de un iceberg.” Traducción del texto propia, no oficial: MARSILI, 
Daniela y otros, “Prevention of Asbestos-Related Disease in Countries Currently Using Asbestos”, en 
International Journal of Environmental Research and Public Health, mayo de 2016. Disponible en: 
https://www.ncbi.nlm.nih.gov/pmc/articles/PMC4881119/, consultado el 24 de abril de 2020. 
19 
 
3.1 CONTEXTO INTERNACIONAL 
 
La Organización Internacional del Trabajo24, mediante el Convenio 162 de 198625, 
el cual trata sobre utilización del asbesto en condiciones de seguridad, instó a los 
Estados partes en el artículo 10 para que sustituyeran el asbesto por materiales 
alternativos y, en lo posible, prohibieran su utilización de manera total o parcial 
cuando se pusiera en riesgo la salud de los trabajadores. Tal convenio fue adoptado 
por Colombia mediante la Ley 436 de 199826, declarada exequible mediante la 
sentencia C-493 de 199827. 
 
Por su parte, el Convenio de Basilea28 que también fue aprobado por Colombia 
mediante la Ley 253 de 199629, en su anexo I, ítem Y36, incluye el asbesto (polvo y 
fibras) en la categoría de desechos peligrosos que deben ser controlados30. En igual 
sentido, el Convenio de Rotterdam, que entró en vigor en el año 2004 y fue ratificado 
por Colombia el 3 de diciembre de 200831 y adoptado en la Ley 1159 de 200732, 
define el amianto como un producto prohibido o rigurosamente restringido33. 
                                                             
24 OIT. Lista por orden alfabético de los Estados Miembros de la OIT. 1992. Disponible en: 
https://www.ilo.org/public/spanish/standards/relm/ctry-ndx.htm. 
25OIT. Convenio 162. (24, junio, 1986). Convenio sobre utilización del asbesto en condiciones de seguridad. 
Ginebra 72ª reunión CIT. Disponible en: 
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C162#A30. 
26 COLOMBIA. Ley 436. (7, febrero, 1998). Por medio de la cual se aprueba el Convenio 162 sobre utilización 
del asbesto en condiciones de seguridad. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 1998, no. 43.241. 
27 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia C-493 de 1998. 
28 CANCILLERÍA DE COLOMBIA, Convenio de Basilea, anexos convenio de Basilea sobre el control de los 
movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación.   50 p. Disponible en: 
http://www.basel.int/portals/4/basel%20convention/docs/text/baselconventiontext-s.pdf.1. 
29  COLOMBIA. Ley 253. (9, enero, 1996). Por medio de la cual se aprueba el Convenio de Basilea sobre el 
control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación. Diario Oficial. Bogotá, 
D.C., 1996, no. 42.688. 
30 CANCILLERÍA DE COLOMBIA, Convenio de Basilea, anexos convenio de Basilea sobre el control de los 
movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación.   50 p. Disponible en: 
http://www.basel.int/portals/4/basel%20convention/docs/text/baselconventiontext-s.pdf.1. 
31 CANCILLERÍA DE COLOMBIA, Convenio de Rotterdam. Disponible en: http://ginebra-
onu.mision.gov.co/convenio-rotterdam. 
32 COLOMBIA. Ley 1159. (20, septiembre, 2007). Por medio de la cual se aprueba el Convenio de Rotterdam 
para la aplicación del procedimiento de consentimiento fundamentado previo a ciertos plaguicidas y productos 
químicos peligrosos, objeto de comercio internacional. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2007, no. 46.757. 
33 SECRETARÍA PROVISIONAL DEL CONVENIO DE ROTTERDAM SOBRE EL PROCEDIMIENTO DE 
CONSENTIMIENTO FUNDAMENTADO PREVIO APLICABLE A CIERTOS PLAGUICIDAS Y PRODUCTOS 
QUÍMICOS PELIGROSOS OBJETO DE COMERCIO INTERNACIONAL. Documento de orientación para la 
adopción de decisiones. 1-65 p. Disponible en: http://www.pic.int/Portals/5/DGDs/DGD_Asbestos_ES.pdf. 
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Bajo idénticos presupuestos, la Organización Mundial de la Salud (OMS)34 ha sido 
enfática en recomendar a los Estados miembros la prohibición del amianto por 
medio de las Resoluciones WHA58.22 de 200535, WHA60.26 de 200736 y 
WHA66.10 de 201337. 
 
En el caso de la Unión Europea38, a través de la Directiva IP/99/572 se ordenó a los 
países miembros prohibir el uso de todos los tipos de asbesto pero, en Austria, 
Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Francia, Alemania, Italia, los Países Bajos y Suecia 
ya se habían adelantado a tal decisión y mediante reglas internas se había 
decretado su proscripción39. 
 
En América Central y América del Sur se tiene el siguiente registro: 
 
Tabla 3. Prohibición del asbesto en países de América.  
 
País Norma que prohibe 
 
Uruguay 
Decreto 154 de 2002. Prohibición de comercialización de productos que contengan 
amianto o asbesto40 
Argentina Resolución 823 de 2001. Prohíbase la producción, importación, comercialización y 
uso de fibras de Asbesto variedad Crisotilo y productos que las contengan, a partir del 
1° de enero de 200341 
                                                             
34 OMS. Países. Disponible en: https://www.who.int/countries/es/#C. 
35 OMS. Resolución WHA58.22. (25, mayo, 2005). Prevención y Control del Cáncer. 58ª Asamblea Mundial de 
la Salud. Disponible en: https://www.who.int/cancer/media/news/WHA58_22-sp.pdf?ua=1. 
36 OMS. Resolución WHA60.26. (23, mayo, 2007). Salud de los trabajadores: plan de acción mundial. 60ª 
Asamblea Mundial de la Salud. Disponible en: http://apps.who.int/gb/ebwha/pdf_files/whassa_wha60-
rec1/s/whass1_wha60rec1-sp.pdf. 
37 OMS. Resolución WHA66.10. (27, mayo, 2013). Plan de acción mundial para la prevención y el control de las 
enfermedades no transmisibles 2013-2020. 66ª Asamblea Mundial de la Salud.  Disponible en: 
http://apps.who.int/gb/ebwha/pdf_files/WHA66-REC1/A66_REC1-en.pdf. 
38 “(…) Directivas. Las directivas son actos legislativos en los cuales se establecen objetivos que todos los 
países de la UE deben cumplir. Sin embargo, corresponde a cada país elaborar sus propias leyes sobre cómo 
alcanzar esos objetivos. (…): UNIÓN EUROPEA. Reglamentos, directivas y otros actos legislativos. Disponible 
en: https://europa.eu/european-union/eu-law/legal-acts_es. 
39 COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL DE LA UNIÓN EUROPEA. Dictamen No. (1999/C 138/09). (24, marzo, 
1999). Dictamen del Comité Económico y Social sobre “El amianto”.  Disponible en:https://eur-
lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:51999IE0330&from=NL. 
40 URUGUAY. Decreto 154. (30, abril, 2002). Prohibición de comercialización de productos que contengan 
amianto o asbesto. Disponible en: https://www.impo.com.uy/bases/decretos/154-2002.. 
41 ARGENTINA. Resolución 823. (27, julio, 2001). Prohíbase la producción, importación, comercialización y uso 
de fibras de Asbesto variedad Crisotilo y productos que las contengan, a partir del 1° de enero de 2003. 
Disponible en:  http://www.puntofocal.gov.ar/doc/arg2001/arg24.pdf. 
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Chile Decreto Supremo 656 de 2000. Prohíbe uso del asbesto en productos que indica42 
Honduras Acuerdo Ejecutivo 32-94 de 2004, en este acuerdo se prohíbe la importación, 
fabricación, formulación, distribución, comercialización, transporte, almacenamiento y 
uso de materiales que contengan asbesto43. 
Brasil Ley 12.684, de 26 de julio de 2007 ratificado por el Supremo Tribunal Federal en el 
año 201744  
Perú Ley 2966229. Ley que prohíbe el asbesto anfíboles y regula el uso del asbesto 
crisotilo45 
Colombia Ley 1968 de 2019. Por el cual se prohíbe el uso de asbesto en el territorio nacional y 
se establecen garantías de protección a la salud de los colombianos46. 
 
Fuente. Construcción propia. 
 
Finalmente, según el consolidado actualizado al mes de julio de 2019 por la 
International Ban Asbestos Secretariat47, los países que han prohibido el uso del 
amianto son: Argelia, República Checa, Iraq, Mauricio, República de las Seychelles, 
Argentina, Dinamarca, Irlanda, Mónaco, Eslovaquia, Australia, Djibuti, Israel, 
Mozambique, Eslovenia, Austria, Egipto, Italia, Países Bajos, Sudáfrica, Bahrein, 
Estonia, Japón, Nueva Caledonia, España, Bélgica, Finlandia, Jordania, Nueva 
Zelanda, Suecia, Brasil, Francia, Corea del Sur, Noruega, Suiza, Brunei, Gabón, 
Kuwait, Oman, Taiwan, Bulgaria, Alemania, Letonia, Polonia, Turquía, Canadá, 
Gibraltar, Liechtenstein, Portugal, Reino Unido, Chile, Grecia, Lituania, Qatar, 
Uruguay, Colombia, Honduras, Luxemburgo, Rumanía, Perú, Croacia, Hungría, 
Macedonia, Arabia Saudita, Chipre, Islandia, Malta y Serbia48. 
                                                             
42CHILE. Resolución 656. (12, septiembre, 2000). Prohíbe uso del asbesto en productos que indica. Disponible 
en:   https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=180143. 
43 HONDURAS. Acuerdo 032. (16, enero, 2004). Acuerdo que aprueba las medidas sanitarias para la prohibición 
del uso de productos que contengan asbesto en la República de Honduras. Disponible en: 
http://www.dgvmn.gob.hn/documents/Notificaciones/Acuerdo%20032.PDF. 
44 BRASIL.  SUPREMO TRIBUNAL FEDERAL, sentencia del veinticuatro (24) de agosto de dos mil diecisiete 
(2017), radicado 0004309-34.2007.1.00.0000. Disponible en: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=2544561. 
45 PERÚ. Ley 29662. (21, enero, 2011). Ley que prohíbe el asbesto anfíboles y regula el uso del asbesto 
Crisotilo. Disponible en: 
https://sinia.minam.gob.pe/modsinia/index.php?accion=verElemento&idElementoInformacion=1542&idformula
=. 
46 COLOMBIA. Ley 1968. (11, julio, 2019). Por el cual se prohíbe el uso de asbesto en el territorio nacional y se 
establecen garantías de protección a la salud de los colombianos. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2019, no. 51.011. 
47 En Español Secretaría de Prohibición Internacional del asbesto (IBAS por su nombre en inglés), fue creada 
en el año 2000 como un canal de información entre grupos e individuos que trabajan en la prohibición del 
asbesto.  




3.2 CONTEXTO NACIONAL 
 
El camino recorrido en Colombia hacia la prohibición del asbesto ha sido complejo, 
en especial, por los intereses económicos que tal decisión encierra, sin embargo, 
hoy ya es una realidad que trae múltiples retos para el Estado y para los particulares. 
Antes de que tal prohibición fuera un hecho, en Colombia se contaba con una 
normativa que regulaba las diversas actividades económicas relacionadas con el 
uso, explotación, transformación y comercialización del asbesto. 
 
Así entonces, el Convenio 162 de la OIT y la recomendación 172 del mismo 
organismo, fueron adoptados por Colombia mediante las Leyes 436 de 199849 y 347 
de 199750. En ellas se establecieron reglas precisas para la utilización del asbesto 
en condiciones de seguridad y se definieron medidas de prevención y protección, 
ordenándose la vigilancia del medio ambiente del lugar de trabajo y salud de los 
empleados. 
 
Con posterioridad, y en el marco de dichas normas, se conformó por primera vez la 
Comisión Nacional de Salud Ocupacional del Sector Asbesto mediante la 
Resolución 935 de 200151 que luego fue derogada por la Resolución 1458 de 200852 
cuyo propósito era brindar apoyo al Gobierno Nacional en todo lo relacionado con 
                                                             
49 COLOMBIA. Ley 436. (7, febrero, 1998). Por medio de la cual se aprueba el Convenio 162 sobre utilización 
del asbesto en condiciones de seguridad. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 1998, no. 43.241. 
50 Recomendaciones 171 sobre los servicios de Salud en el Trabajo; 172 sobre la utilización del asbesto en 
condiciones de seguridad; 173 sobre el bienestar de la gente de mar en el mar y en puerto; 174 sobre la 
repatriación de la gente de mar; 176 sobre el fomento del empleo y la protección contra el desempleo; 178 sobre 
el trabajo nocturno; 179 sobre las condiciones de trabajo en los hoteles, restaurantes y establecimientos 
similares y 180 sobre la protección de los créditos laborales en caso de insolvencia del empleador, adoptadas 
por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 1997, no. 
42.963. 
51 COLOMBIA. Resolución 935. (21, agosto, 2001). Por la cual se conforma la Comisión Nacional de Salud 
Ocupacional del Sector Asbesto. Bogotá, D.C. Disponible en: 
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/resolucion_mintrabajo_rt093501.htm#1. 
52 COLOMBIA. Resolución 1458. (29, abril, 2008). Por la cual se modifica la Comisión Nacional de Salud 




el desarrollo de tal convenio para así aminorar los efectos negativos del amianto en 
la salud de los trabajadores. 
 
En el año 2014, se expidió el Decreto 147753 en el cual se conformó la tabla de 
enfermedades laborales y se incluyó en el numeral I, parte A, Sección Segunda del 
anexo técnico de la norma la asbestosis y el mesotelioma maligno como 
enfermedades laborales directas. Asimismo, en el numeral I, sección primera del 
mencionado anexo técnico, el amianto fue determinado como un agente químico 
que causa neoplasia maligna de estómago, neoplasia maligna de laringe neoplasia 
maligna de bronquios y de pulmón, mesotelioma de pleura, mesotelioma de 
peritoneo, mesotelioma de pericardio, placas epicárdicas, asbestosis, derrame 
pleural y placas pleurales. 
 
Como se observa, todas estas reglas tenían como objetivo la protección a los 
trabajadores expuestos al asbesto, pero ninguna se ocupó de las víctimas no 
ocupacionales y ambientales, lo que implicó que el problema siguiera latente y las 
estadísticas, por cierto, no tan acertadas54, siguieran en ascenso, razón por la cual 
los afectados, grupos ambientalistas y algunas universidades se unieron para 
promover la erradicación total del mineral en el país. 
 
Fue así como en el año 2005 se instauró una acción popular en contra de la 
Compañía Minera las Brisas S.A.S., del Ministerio de la Protección Social y de la 
Corporación Autónoma Regional de Antioquia por vulneración al derecho al goce de 
un ambiente sano en razón de la explotación de la mina de asbesto ubicada en el 
Departamento de Antioquia. En esta acción se definieron como pretensiones: 
ordenar a las accionadas adoptar las medidas necesarias para terminar la 
                                                             




54 Teniendo en cuenta la información reportada por el Ministerio de Salud y Protección Social y las declaraciones 
dadas en medios de comunicación por el entonces director de prevención de la misma entidad. 
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vulneración de los derechos, el cierre definitivo de la mina de asbesto ubicada en 
Campamento, Antioquia, y la garantía de los derechos laborales de quienes se 
verían afectados con la decisión en sede judicial. 
 
Catorce años después, el Juzgado Administrativo treinta y nueve del Circuito de 
Bogotá55 profirió la sentencia del 01 de marzo de 2019, en la cual, luego de 
abarcarse ampliamente el tema del asbesto como material cancerígeno, se 
declararon vulnerados los derechos colectivos a la salud, a la salubridad pública y 
al medio ambiente no solo por parte de los demandados sino también por parte de 
Eternit Colombiana S.A., Eternit Pacífico y Eternit Atlántico S.A., Manufacturas 
F.G.V. LTDA e INCOLBEST S.A., Empresas Públicas de Medellín EPM y Empresa 
de Acueducto Alcantarillado de Bogotá, quienes fueron vinculadas al proceso. 
 
Se ordenó, además: 
 
 Al Ministerio de Salud y Protección social, diseñar y estructurar un plan de 
acción para la sustitución del asbesto en un término de 5 años. 
 A RECO S. A., Eternit Colombiana S.A., Eternit Atlántico y Eternit Pacífico, 
Manufacturas F.G.V. LTDA e INCOLBEST S.A., la sustitución progresiva del 
asbesto en un término perentorio e improrrogable de 5 años. 
 A la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá EAAB y Las Empresas 
Públicas de Medellín, la realización de un inventario de las redes que conforman el 
servicio público que ellas prestan, para identificar cuál de ellas contienen asbesto y 
luego iniciar el programa de sustitución de la red que contengan la referida fibra, en 
el término de 4 años. 
 Al Ministerio de Salud y Protección Social y al Ministerio del Trabajo: 
 
                                                             
55 COLOMBIA. JUZGADO TREINTA Y NUEVE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 
sentencia del primero (01) de marzo de dos mil diecinueve (2019), radicado, 25000-23-15-000-2005-02488-01, 




-La realización de un documental como política de prevención contra las 
enfermedades asociadas al asbesto.  
-La realización, a nivel nacional, de eventos académicos dirigidos a trabajadores, 
comunidades y público en general relacionados con el mineral. 
-La publicación de la sentencia en la página web del Ministerio de Salud. 
-Adelantar, por su cuenta, la iniciativa legislativa en caso de improbación de la Ley 
de prohibición del asbesto en Colombia. 
- La realización de un inventario de las empresas que utilizan el asbesto y la 
elaboración de un censo de trabajadores que se encuentren expuestos por su 
actividad laboral, así como de los residentes en los barrios circunvecinos a las sedes 
fabriles, detectando a aquellos que hubieren desarrollado patologías asociadas a la 
exposición del amianto, para su seguimiento, atención y control en el sistema 
nacional de salud. 
-La expedición de los actos administrativos correspondientes en los que se 
establezcan los procedimientos y medios para el cumplimiento de la sentencia. 
-El análisis de la procedencia de incrementar la cotización al Sistema de Seguridad 
Social, por cuanto las enfermedades causadas por el asbesto requieren especial 
atención. 
-La visita a los barrios el Altico y San Luis de Soacha y Pablo Neruda de Sibaté con 
el fin de establecer si las construcciones y/o viviendas de esos barrios conservan 
material de asbesto en pisos o paredes actualmente. También comunicar a la 
Alcaldía Municipal respectiva para que se realice el procedimiento de retiro de ese 
material y se realice su disposición final de manera técnica, en las máximas 
condiciones de seguridad para los trabajadores y residentes. 
-La realización de las gestiones necesarias, con cargo a sus respectivos 
presupuestos para el cumplimiento de las órdenes dispuestas en la providencia. 
 A RECO S. A., Eternit Colombiana S.A., Manufacturas F.G.V. LTDA e 




 Al Ministerio del Trabajo, la realización de la revisión de los límites permitidos 
a la exposición a la fibra de asbesto, conforme a la comprobada inexistencia de un 
umbral uso seguro al asbesto, además de la estructuración de un programa de 
readaptación laboral para los trabajadores de la Mina de Campamento, Antioquia. 
 Al Ministerio de Salud y Protección Social, la realización de una estadística 
actualizada de los casos de patologías sufridas entre los años de 2010 hasta el 
momento de su práctica, de personas que se hayan expuesto al asbesto y, como 
consecuencia, hayan desarrollado patologías, para su remisión, atención, 
seguimiento y control en el sistema nacional de salud y la elaboración de guías de 
atención especializadas en salud, para las enfermedades provenientes de la 
exposición del asbesto. 
 A Corantioquia, la realización de monitoreo de medición del aire para 
determinar la concentración de las fibras de asbesto por centímetro cúbico en la 
planta y área de explotación, con periodicidad trimestral, iniciar y llevar hasta su 
culminación los procedimientos sancionatorios a que hubiere lugar por los 
incumplimientos de Minera Las Brisas, hoy Bricolsa, de las obligaciones 
ambientales.  
 
Igualmente, se le encomendó la revisión de la legalidad de los permisos otorgados 
para la explotación de la mina y el cumplimiento del plan de manejo ambiental y se 
le instó para que, en caso de encontrarse inactiva la Mina de asbesto de 
Campamento, Antioquia, deberá entregar al Despacho el plan de abandono y cierre 
y rendir informes trimestrales sobre su cumplimiento y ejecución. A la fecha, se 
encuentra pendiente el pronunciamiento de la segunda instancia. 
 
Ahora bien, con anterioridad al fallo descrito se presentaron en total cinco proyectos 
de Ley al Congreso de la República, de los cuales fueron archivados cuatro y uno 
se convirtió en Ley. Es importante que se hable de cuatro proyectos y no de siete, 
como se establece en diversas fuentes, toda vez que los proyectos de Ley 199 de 
2007 y 341 de 2009 no buscaron la prohibición del amianto, sino que su propósito 
27 
 
fue aumentar la elaboración de cemento social y láminas de asbesto como insumo 
básico para la construcción de viviendas de interés social. A continuación, se hará 
un recuento de dichos proyectos: 
  





Autor de la 
iniciativa 
Título temas Observación Razón de archivo 
35 de 2007 Senador 
Jesús Antonio 
Bernal 
Por medio de la 
cual se prohíbe el 
uso del asbesto 
en todas sus 
formas, en la 
fabricación de 
todo tipo de 
elementos en el 
territorio nacional. 
No hacía referencia a la 
explotación del amianto y daba 
la posibilidad de seguirlo 
usando en productos que no 
tuvieran forma de sustituir el 
mineral por otras fibras. 
El archivo tuvo 
como sustento el 
impacto negativo 
económico, 










“la disminución en 
las tasas de 
incidencia y 
prevalencia de las 
enfermedades”.  







a la Cámara 
Gloria Stella 
Díaz 
Por medio de la 
cual se adoptan 
lineamientos para 
la política de 
protección contra 
el amianto o 
asbesto en el 
territorio nacional. 
Se consagró un articulado muy 
abierto, sin transición para la 
erradicación. 
 
Se fijaron cargas al Gobierno 
Nacional que eran imposibles 
de cumplir en el contexto de 
nuestro país. 
Retirado por los 
autores en virtud 
del artículo 155 de 
la Ley 5 de 1992. 
177 de 2007 Senadora 
Zulema Jattin 
Corrales 




uso del asbesto 
en todas sus 





vigilancia frente a 
los riesgos 
derivados de la 
exposición al 
asbesto en los 
lugares de trabajo 
Era un proyecto de norma 
dirigida a todas las víctimas en 
general, esto es, a las 
laborales, ambientales y no 
ocupacionales.  
 
Se incluyó en la prohibición la 
explotación del amianto y no 
solo su uso e importación. 
 
En lo relativo a la importación, 
se dió un efecto inmediato 
cuyo control estaría a cargo de 
la DIAN. 
Se impuso a los empleadores, 
contratistas y subcontratistas 
la responsabilidad de sustituir 
y remover el asbesto existente. 
Archivado toda 
vez que no se 
podía tramitar un 
mismo proyecto 
en dos legislaturas 
en razón del 
artículo 190 de la 






Autor de la 
iniciativa 
Título temas Observación Razón de archivo 
y el ambiente 
general. 
 
Se estipulaba la reubicación 
de los empleados 
diagnosticados con una de las 
enfermedades y su jubilación 
anticipada. 
 
Se reiteró la propuesta de la 
rotulación y etiquetado de los 
productos que contienen 
asbesto. 
 
Se reiteraron aspectos que ya 
se encontraban regulados 
desde antes, en razón del 
Convenio 163 de la OIT, tales 
como el vestuario de trabajo y 
la eliminación de los residuos 
de amianto. 










Sofía Gaviria y 
otros 











Se otorgó un periodo de 
transición de un año para la 
erradicación del asbesto. 
 
Consagró expresamente la 
clausura de la mina de asbesto 
que funciona en el país. 
 
Por primera vez, se propuso la 
creación de un fondo de 
reparación para las víctimas 
de asbesto 
 
Pese a haber 
tenido cinco 
discusiones, fue 
archivada por no 
lograr el respaldo 
suficiente. 
 
Fuente. Construcción propia. 
 
El Proyecto de Ley 061 de 2017 fue radicado por la Senadora Nadia Georgette Blel 
el 02 de agosto de 2017 y se denominó “Ana Cecilia Niño”, en honor a quien, desde 
el año 2014, se unió a la lucha por la prohibición del asbesto a causa de su propia 
tragedia; lamentablemente falleció en el año 2017 sin ver su objetivo materializado. 
 
Luego de adelantarse los debates en Cámara y Senado, el 11 de junio de 2019 
finalmente se aprobó la Ley 1968 y fue sancionada por el Presidente de la República 





De esta norma se destaca que: 
 
 Es una regulación dirigida a la población en general y no únicamente al sector 
de los trabajadores expuestos al asbesto. 
 Se prohibió explotar, producir, comercializar, importar, distribuir o exportar 
cualquier variedad de asbesto y de los productos con él elaborados en el territorio 
nacional a partir del 1º de enero de 2021 y se hizo la salvedad de no incluir en la 
misma al asbesto instalado antes de su prohibición. 
 Se le otorgó al Gobierno Nacional un periodo de cinco años para sustituir el 
asbesto. 
 Un aspecto muy positivo fue la orden de identificación y monitoreo de los 
trabajadores expuestos al asbesto por un periodo de 20 años. 
 Se brinda una protección real a los trabajadores de la industria del asbesto, 
pues se dictan prohibiciones a los empleadores para evitar su despido y se 
especifican planes de adaptación laboral y reconvención productiva. 
 A partir del 11 de julio de 2019, en Colombia no se pueden expedir licencias 
u otorgarse concesiones, permisos, prorrogas para la explotación y exploración del 
asbesto. 
 Se creó una Comisión Nacional para la Sustitución del Asbesto cuya labor 
principal es de vigilancia para el correcto cumplimiento de la norma y la proyección 
del plan de adaptación laboral. 
 Se elimina, a partir del 1º de enero de 2021, la Comisión Nacional de Salud 
Ocupacional del Asbesto, Crisotilo y otras Fibras. 
 Se fijan sanciones económicas para quienes continúen comercializando, 
explotando, produciendo, importando, exportando, distribuyendo cualquier variedad 
de asbesto y los productos elaborados con el mineral. 
  Se ordenó al Ministerio de Salud y Protección Social realizar estudios 
científicos sobre la materia y al Gobierno Nacional reportar por cinco años al inicio 
de cada legislatura los avances de lo dispuesto en la Ley. 
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  Se deja una cláusula abierta para reducir, eliminar y limitar el uso, 
comercialización y/o distribución de cualquier material nocivo para la salud. 
 Se ordenó la realización de campañas para la manipulación del asbesto 
instalado y su tratamiento como desecho peligroso. 
 Se dispuso una ruta especial para las víctimas que contará únicamente con 
orientación sobre derechos, recursos y medidas y atención médica para el 
diagnóstico y tratamiento. 
 
Como críticas a la norma se encuentran dos particularmente: 
 
 El monitoreo en la salud se ordenó únicamente a los trabajadores expuestos 
al asbesto y no se incluyó a quienes pueden estar afectados por contacto ambiental 
o no ocupacional. 
 No se estableció ninguna forma de resarcimiento a las víctimas del asbesto, 
sino tan solo un acompañamiento informativo y de salud. 
 
Por último, debe mencionarse que de manera concomitante al trámite legislativo, a 
nivel territorial, el Distrito Capital de Bogotá y los municipios de Chivatá, Tibasosa, 
Samacá, Villa de Leyva, Moniquirá56, Mesitas del Colegio y Lorica57, entre los años 
2018 y 2019 prohibieron el uso del asbesto en las obras públicas58.  
 
                                                             
56SEMANA SOSTENIBLE. Municipios de Boyacá no quieren más asbesto. En: Revista Semana. 16, mayo, 
2019. Disponible en: https://sostenibilidad.semana.com/medio-ambiente/articulo/en-boyaca-le-siguen-diciendo-
no-al-asbesto/44222?fbclid=IwAR29cqE-
7bNmnAQtiNc8XlDoCXm4Mvzy3b7waFhG6pgBKBK9QhxUGavnPQY. 
57 SEMANA SOSTENIBLE. Concejo de Bogotá le dice no al uso de asbesto en obras públicas. En: Revista 
Semana. 3, junio, 2019. Disponible en:  https://sostenibilidad.semana.com/impacto/articulo/concejo-le-dice-no-
al-uso-de-asbesto-en-obras-
publicas/44436?fbclid=IwAR3p5FKjHwtul4GKmjkFlfaP_iAXFy7zVpCZTMhNcsyYR5fK_saGovHKxUQ. 
58 REDACCIÓN BOYACÁ. Samacá, tercer municipio de Boyacá en prohibir el asbesto. En: El Espectador. 15, 
marzo, 2019. Disponible en: https://www.elespectador.com/noticias/nacional/boyaca/samaca-tercer-municipio-
de-boyaca-en-prohibir-el-asbesto-articulo-845241. 
CARACOL TUNJA. Por decreto prohibieron el asbesto en obras públicas de Samacá. En: Caracol Radio. 15, 




Lo expuesto en este capítulo muestra cómo a pesar de que el asbesto tiene 
múltiples beneficios para la industria, su uso tiende a ser prohibido en todo el mundo 
por generar daños irreversibles en la salud de las personas que inhalan sus fibras.  
 
En Colombia el camino apenas comienza y es por ello que se hace necesario 
analizar las diversas formas en que las víctimas del amianto pueden llegar a ser 




























RESPONSABILIDAD O SOLIDARIDAD CON LAS VÍCTIMAS DEL ASBESTO 
 
Luego de haber descrito en el primer capítulo los daños que causa la exposición a 
las fibras de asbesto, en el presente capítulo se propone una respuesta reparatoria 
para las víctimas de este mineral. Para ello, se estudiará la aplicabilidad de algunas 
instituciones jurídicas de la responsabilidad, posteriormente se analizará la 
experiencia de algunos países en materia de fondos de indemnización y finalmente 
se tomarán aspectos de cada modelo para construir uno propio basado en la 
solidaridad. 
 
1. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL POR LOS DAÑOS CAUSADOS A RAÍZ 
DE LA EXPOSICIÓN AL ASBESTO 
 
En este apartado se abordará la responsabilidad por culpa del empleador, por 
producto defectuoso y por daños causados a raíz de la exposición al asbesto de tipo 
ambiental y no ocupacional; asimismo, sobre cómo instituciones jurídicas de la 
responsabilidad permiten a las víctimas del amianto obtener indemnización por los 
daños causados. 
 
Para tal fin, se estudiará la legislación y jurisprudencia existente en Colombia, se 
traerán a colación algunas figuras jurídicas aplicadas en otros países y finalmente 









1.1 RESPONSABILIDAD POR CULPA DEL EMPLEADOR EN LA 
EXPOSICIÓN LABORAL AL ASBESTO 
 
En Colombia, la responsabilidad por culpa del empleador59 se encuentra 
consagrada en el artículo 216 del Código Sustantivo del Trabajo así: “Cuando exista 
culpa suficiente comprobada del [empleador] en la ocurrencia del accidente de 
trabajo o de la enfermedad profesional, está obligado a la indemnización total y 
ordinaria por perjuicios pero del monto de ella debe descontarse el valor de las 
prestaciones en dinero pagadas en razón de las normas consagradas en este 
Capítulo” 60. 
 
A través de ella se busca que el empleador asuma el pago de la indemnización por 
los daños y perjuicios causados a su empleado en razón de un accidente de trabajo 
o de una enfermedad profesional. Esta última es definida por el artículo 200 del 
Código Sustantivo del Trabajo como: “(…) todo estado patológico que sobrevenga 
como consecuencia obligada de la clase de trabajo que desempeña el trabajador o 
del medio en que se ha visto obligado a trabajar, bien sea determinado por agentes 
físicos, químicos o biológicos. (…)”61. 
 
Por su parte, la Ley 1562 de 201262, señala como obligación del Gobierno Nacional 
la adopción y actualización periódica de una tabla de enfermedades laborales, la 
cual no es taxativa sino meramente enunciativa, dado que, cuando un diagnóstico 
                                                             
59 En Colombia “en materia de riesgos profesionales surgen dos clases de responsabilidad, una de tipo objetivo 
que se deriva de la relación laboral y que obliga a la administradora de riesgos al reconocimiento de las 
prestaciones asistenciales y económicas previstas en el sistema; y otra de carácter subjetivo, responsabilidad 
civil y ordinaria de perjuicios, derivada de la culpa suficientemente probada del empleador que le impone la 
obligación de resarcir plena e integralmente los perjuicios al trabajador”: COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN LABORAL, sentencia del veintidós (22) de agosto de dos mil dieciocho (2018), 
radicado, 48945, actores: Dary Luz Domínguez Naranjo y otros, demandado: Electricaribe S.A. E.S.P. 
60 Artículo 216 Código Sustantivo del Trabajo. 
61Artículo 200 Código Sustantivo del Trabajo. 
62 COLOMBIA. Ley 1562. (11, julio, 2012). Por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan 
otras disposiciones en materia de Salud Ocupacional. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2019, no. 48.488. 
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médico no figura en tal listado, se permite al afectado demostrar la relación de 
causalidad63 con los factores de riesgo ocupacional. 
 
Así, mediante el Decreto 1477 de 201464, se adoptó dicha tabla de enfermedades, 
la cual fue actualizada mediante el Decreto 676 de 202065.  
 
En relación con el asbesto, el anexo técnico de dicha norma lo determina como un 
agente de riesgo a tener en cuenta para la prevención de las enfermedades 
laborales en los siguientes términos: 
 




Fuente. Decreto 1477 de 2014 
                                                             
63 De acuerdo al artículo 3 del Decreto 1477 de 2014, deberá acreditarse la presencia de un factor de riesgo en 
el sitio de trabajo con criterios de medición, concentración o intensidad o de no ser posible con la reconstrucción 
de historia ocupacional. Adicionalmente deberá probar que la presencia de una enfermedad diagnosticada 
médicamente tiene nexo causal con el factor de riesgo. 




65 COLOMBIA. Decreto 676. (19, mayo, 2020). Por el cual se incorpora una enfermedad directa a la tabla de 





Asimismo, en la sección II parte A del referido documento quedó plasmado que la 
asbestosis y el mesotelioma maligno son enfermedades causadas de forma directa 
por el asbesto; en el grupo II de enfermedades para determinar el diagnóstico 
médico se señaló como cáncer de origen laboral por asbesto: la neoplasia maligna 
de laringe, neoplasia maligna de bronquios y de pulmón; en el grupo VIII de 
enfermedades del sistema cardiovascular y cerebrovascular se incluyeron las 
placas epicárdicas o pericárdicas; en el grupo IX de enfermedades del sistema 
respiratorio se listó el derrrame pleural, las placas pleurales y otras afecciones 
pleurales específicas, engrosamiento pleural difuso relacionado con asbesto y en el 
grupo XI sobre enfermedades de la piel y tejido subcutáneo, se incorporó la 
dermatitis de contacto por irritantes debido a otros productos químicos. 
 
Cuando se tienen las pruebas suficientes para acreditar que alguna de dichas 
enfermedades enunciadas, u otras que surjan de la exposición al mineral, fueron 
producto de un actuar culposo del empleador66, es preciso que los afectados67 
acudan a la jurisdicción laboral ordinaria e interpongan una acción cuyas 
pretensiones estén encaminadas a la declaratoria de la responsabilidad por culpa 
del empleador y a la consecuente indemnización, en los términos del artículo 216 
del Código Sustantivo del Trabajo68. 
 
En estos casos, la carga de la prueba se encuentra en cabeza de quien demanda 
y, por lo tanto, deberá acreditar a través de cualquier medio dispuesto en el artículo 
                                                             
66 En los numerales 1 y 2 del artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo se indica que, el empleador debe “1. 
Poner a disposición de los trabajadores, salvo estipulación en contrario, los instrumentos adecuados y las 
materias primas necesarias para la realización de las labores (…) 2. Procurar a los trabajadores locales 
apropiados y elementos adecuados de protección contra los accidentes y enfermedades profesionales en forma 
que se garanticen razonablemente la seguridad y la salud.” 
67Esto es cualquier persona que considere ha sufrido un daño, entre ellos quien padece la enfermedad o quien 
en razón de tal padecimiento o muerte se considere fue mermado patrimonial o extrapatrimonialmente. 
68 Artículo 216 Código Sustantivo del Trabajo. 
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51 del Decreto Ley 2158 de 194869, en concordancia con el artículo 165 de la Ley 
1564 de 201270 lo siguiente71: 
 
 El hecho ilícito: según lo dispuesto en el artículo 167 de la Ley 1564 de 2012 
deberá acreditar la conducta del empleador que dió lugar a la enfermedad 
profesional. 
 
 La culpa: se demostrará la culpa leve72 definida en el artículo 63 del Código 
Civil, la cual, en casos de enfermedades causadas por exposición al asbesto, se 
circunscribe a la no adopción de las medidas necesarias y detalladas en la ley para 
garantizar la seguridad de los empleados, en los términos del artículo 57 del Código 
Sustantivo del Trabajo. 
 
 El daño: acreditación de la “aminoración patrimonial” y extrapatrimonial 
“sufrida por la víctima”73, la cual en el presente asunto se traduce en el padecimiento 
de una enfermedad de la tabla o en una que no esté allí estipulada pero que su 
génesis sea la exposición al asbesto. 
 
 El nexo causal: probar el vínculo causal entre el actuar del empleador y el 
daño. 
 
Por su parte, para que el demandado desvirtúe o cese su responsabilidad, deberá 
probar diligencia y cuidado74 conforme lo establece el artículo 1604 del Código 
                                                             
69 COLOMBIA. Decreto-Ley 2158. (24, junio, 1948). Sobre los procedimientos en los juicios del trabajo. Diario 
Oficial. Bogotá, D.C., 1948, no. 44.640. 
70 COLOMBIA. Ley 1564. (12, julio, 2012). Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se 
dictan otras disposiciones. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2012, no. 48.489. 
71 COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN LABORAL, sentencia del veinticuatro 
(24) de julio de dos mil diecinueve (2019), radicado, 77082, actores: Adriana Mendieta Niño y otros, demandado: 
ETERNIT COLOMBIANA S.A. 
72 Artículo 1604 del Código Civil. 
73 HENAO, Juan Carlos. El daño. Análisis Comparativo de la Responsabilidad Extracontractual del Estado en el 
Derecho Colombiano y Francés. Bogotá.: Editorial Universidad Externado de Colombia, 1998. 84 p. 
74 “(…) Cada vez que el legislador manifieste que el deudor debe establecer que no cometió culpa, lo que le 
está exigiendo es que pruebe diligencia y cuidado. En consecuencia, cuando en el Código encontramos que el 
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Civil75 o acreditar una causa extraña que rompa el nexo causal. Es importante anotar 
que, ante la concurrencia de culpas, la responsabilidad del empleador no 
desaparece. 
 
Finalmente, será el juez laboral quien, al analizar el acervo probatorio, tomará una 
decisión de fondo sobre la existencia de la responsabilidad del empleador y el 
reconocimiento de los perjuicios aducidos. 
 
En Colombia, y hasta mediados del año 2020, la Corte Suprema de Justicia, como 
órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, tan solo había resuelto un solo recurso 
extraordinario de casación contra una sentencia relativa a la culpa del empleador 
por una enfermedad causada a un empleado que estuvo expuesto al asbesto. Se 
trata del fallo con radicado 77082 del 24 de julio de 2019, en el cual la Sala de 
Casación Laboral expuso: 
 
Hechos: la esposa e hijas de un jefe de producción de la planta de tubos y otros 
productos de asbesto, demandaron al empleador de su familiar por considerar que 
este falleció a raíz de una enfermedad profesional denominada como mesotelioma 
de la pleura de carácter maligno, la cual fue adquirida como consecuencia de la no 
implementación de medidas de prevención en materia de seguridad industrial y 
salud ocupacional. 
 
Primera instancia: declaró el Juez Treinta Laboral del Circuito de Bogotá la 
responsabilidad del empleador por la enfermedad que padeció el causante y ordenó 
el pago a las demandantes de los perjuicios correspondientes al daño emergente y 
perjuicios morales. 
                                                             
deudor, para exonerarse de su responsabilidad debe demostrar la diligencia y cuidado debidos, lo que se le 
está ordenando pura y simplemente es que demuestre que no cometió culpa. No se le exige, según se dijo, 
demostrar fuerza mayor o caso fortuito, pues la simple ausencia de culpa es suficiente para liberarlo de su 
responsabilidad (…)”: TAMAYO, Javier. Tratado de Responsabilidad Civil tomo I. 2 ed. Colombia.: Editorial 
Legis, 2007. 431-432 p. 




Segunda Instancia: la Sala Laboral del Tribunal Superior modificó la decisión de 
primera instancia e incluyó los perjuicios por daño a la vida de relación. 
 
Recurso de casación: fue interpuesto por ambas partes así: el demandado 
argumentó que la sentencia violó la ley sustancial por aplicación indebida e 
interpretación errónea del artículo 216 del Código Sustantivo del Trabajo76 en 
relación con los artículos 63 y 1604 del Código Civil77, en tanto la parte demandante 
aseveró que los cargos estaban mal formulados por constituirse en un ataque a la 
jurisprudencia de la sala. 
 
Decisión: la Corte Suprema de Justicia Sala Laboral sustentó que se encontraba 
suficientemente probada la culpa leve de la empresa y aclaró que unas son las 
responsabilidades de las administradoras de riesgos profesionales quienes 
responden objetivamente por el riesgo creado y otras son las obligaciones del 
empleador frente a la seguridad industrial, ambiental y ocupacional de sus 
trabajadores que ante su incumplimiento en caso de accidente o enfermedad le 
genera la obligación de resarcir los daños al trabajador y sus beneficiarios. 
 
Finalmente, no casó la sentencia recurrida. En el caso descrito fueron necesarios 
nueve años, dos meses y dieciseis días para obtener una decisión en firme por parte 
de la jurisdicción. 
 
Tal demora, junto con la dificultad probatoria, son algunas de las razones por las 
que las víctimas del asbesto ocupacional prefieren no acudir a la acción judicial para 
solicitar la reparación de sus perjuicios, ya que a pesar de las cifras de afectados 
(para mayo de 2020), de cuatrocientos un despachos laborales consultados, ciento 
dos dieron respuesta e indicaron que, a la fecha, no contaban con demandas 
                                                             
76 op. cit. 
77 op. cit. 
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admitidas, cinco sostuvieron haber proferido fallo absolutorio y dos aseveraron 
haber condenado al empleador al pago de perjuicios al trabajador78. 
 
Lo anterior muestra que la vía judicial no es el mecanismo más eficaz y eficiente en 
Colombia para resarcir a las víctimas del asbesto ocupacional, de ahí que deba 
plantearse una nueva forma para lograr tal cometido. 
 
En el ámbito internacional encontramos otras experiencias que pueden servirnos 
como referencia. En Francia, por ejemplo, las víctimas de asbesto tienen dos formas 
de acceder a una compensación: a través de la Jurisdicción Civil y mediante el 
Fondo de Indemnización de las Víctimas del amianto (Fonds d’Indemnisation des 
Victimes de l’Amiante, FIVA).  
 
Según información de Deriot y Godefr, citados por Albert Azagra Malo en el artículo 
“Los fondos de compensación del amianto en Francia y Bélgica”, “en 2004 los jueces 
y tribunales franceses dictaron más de 1.217 sentencias sobre responsabilidad del 
empleador en casos de exposición al amianto” 79. 
 
De los fallos proferidos por la Corte de Casación Francesa, se considera que el más 
relevante en los últimos años fue el proferido el 5 de abril de 2019 en contra de la 
multinacional Saint-Ouen80, toda vez que en este se abrió una puerta al 
reconocimiento del perjuicio por ansiedad a las víctimas de asbesto que se 
encuentran bien de salud pero que temen padecer de una de las enfermedades 
causadas por amianto. 
                                                             
78 Anexo B. Respuesta a petición realizada en el marco de este trabajo a 401 Despachos Laborales de Colombia. 
De estos solo 102 dieron respuesta clara y de fondo.  
79 AZAGRA, Albert. Los fondos de compensación del amianto en Francia y en Bélgica. En: InDret revista para 
el análisis del derecho.  2007. 5 p. Disponible en: 
https://www.raco.cat/index.php/InDret/article/view/78961/103102. 
80 FRANCIA. CORTE DE CASACIÓN, ASAMBLEA PLENARIA, sentencia del cinco (.5) de abril de dos mil 





El perjuicio en sí no es nuevo, pues, como lo expresó el abogado Jean Paul 
Teissonnière en una entrevista dada al medio France Bleu, el Tribunal de Casación 
lo reconoció desde el año 1996 en un asunto donde una persona temía que su 
enfermedad de Hepatitis empeorara por la realización de una transfusión81 y, para 
el caso específico de las víctimas del asbesto, el Tribunal de Apelación de París lo 
concedió, por primera vez, en el año 2002, en las sentencias 2002/168616 y 
2002/16861382.  
 
La relevancia del fallo proferido en 2019 radica en que antes solo se reconocía el 
daño por ansiedad a quienes habían laborado en alguno de los establecimientos 
dispuestos en el artículo 41 de la Ley Francesa No. 98-1194 del 23 de diciembre de 
1998 y ahora puede ser reconocido también a aquellas personas que se encuentran 
excluidas del listado o que estuvieron sometidas a sustancias nocivas diversas al 
amianto83. 
 
En un comparativo con el caso colombiano, se considera que tal daño por ansiedad 
puede llegar a ser reconocido por los jueces Laborales en la medida que el 
demandante pruebe la certidumbre del daño84, es decir, acreditando que se trata de 
una enfermedad ocupacional por el trastorno mental y de comportamiento generado 
al haber estado expuesto al asbesto en su lugar de trabajo sin las medidas de 
protección y, por tanto, teniendo el riesgo de desarrollar una enfermedad 
                                                             
81 MARIE, Mutricy. Mineurs de Lorraine: trois questions sur le préjudice d'anxiété. En: Francebleu. 23, marzo, 
2016. Disponible en: https://www.francebleu.fr/infos/faits-divers-justice/amiante-trois-questions-sur-le-prejudice-
d-anxiete-1457628223. 
82 YOUNES, Carole, et al. Exposition à l’amiante : le préjudice d’anxiété étendu à tous les salariés. En: Cabinet 
d’Avocat Paris 11 y Avocats. 2019. Disponible en: https://yavocats.fr/2019/06/20/exposition-a-lamiante-le-
prejudice-danxiete-etendu-a-tous-les-salaries/. 
83 FRANCIA. CORTE DE CASACIÓN, ASAMBLEA PLENARIA, sentencia del cinco (.5) de abril de dos mil 
diecinueve (2019), radicado, AP00643. Disponible en: 
https://www.courdecassation.fr/jurisprudence_2/assemblee_pleniere_22/643_5_41955.html.  
84 “Para que el perjuicio se considere existente es indiferente que sea pasado o futuro, pues el problema será 
siempre el mismo: probar la certeza del perjuicio, bien sea demostrando que efectivamente se produjo, bien sea 
probando que, como lo enuncia una fórmula bastante utilizada en derecho colombiano, el perjuicio “aparezca 
como la prolongación cierta y directa de un estado de cosas actual” (…)”: HENAO, Juan Carlos. El daño. Análisis 
Comparativo de la Responsabilidad Extracontractual del Estado en el Derecho Colombiano y Francés. Bogotá.: 




potencialmente mortal que podrá ser diagnosticada tan solo 15 o 40 años más tarde, 
pues tal y como se explicó en el primer capítulo, luego del contacto con la fibra del 
mineral el desarrollo de una de las enfermedades solo se presenta en ese lapso de 
tiempo. 
 
En estos eventos no podría desconocer el juzgador que la ansiedad diagnosticada 
en el trabajador que estuvo expuesto al asbesto también es constitutiva de daño y, 
por lo tanto, merece ser indemnizado, aun cuando los padecimientos físicos no se 
hayan evidenciado o quizá nunca se materialicen. 
 
En conclusión, la responsabilidad por culpa del empleador permite a las víctimas 
del asbesto, obtener una reparación por los daños y perjuicios causados a raíz de 
la exposición laboral siempre que se pruebe el hecho ilícito, la culpa, el daño y el 
nexo causal. Sin embargo, no puede dejarse de lado que es una vía ineficiente que 
obliga a pensar en la creación de un nuevo instrumento que sirva como alternativa 
para obtener una indemnización de manera pronta. 
 
1.2 EXPOSICIÓN AL ASBESTO AMBIENTAL Y NO OCUPACIONAL 
 
Como se indicó en el primer capítulo, los daños por exposición al amianto pueden 
ser también de tipo ambiental y no ocupacional; además, pueden surgir como 
consecuencia de la inhalación de las fibras de asbesto que se encuentran en el aire, 
bien por cercanía a las minas o a empresas que transforman el mineral, o por el 
desprendimiento de este en productos deteriorados, o simplemente de las partículas 
que ingresan a la vivienda a través de familiares o residentes que trabajan con el 
mismo. 
 
En lo relativo a la responsabilidad civil, no se tiene conocimiento, a la fecha, de un 
fallo colombiano en firme que nos permita conocer el análisis del juez sobre la 
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materia, no obstante, la existencia de víctimas por tal exposición sí es un hecho y 
por ello se hace indispensable abordar este aspecto. 
 
En una entrevista publicada por el periódico El Espectador el 17 de enero de 2015, 
el país conoció la realidad de las familias “Bravo, Nivia, Mayorga y Niño” 85 quienes 
por vivir cerca de una planta de Eternit o simplemente por convivir con quienes allí 
laboraban, resultaron enfrentados a este drama. Lo cierto es que estos casos son 
apenas la punta del Iceberg, según lo muestran otros informes noticiosos86. 
 
De tal forma que, primero se abordará la responsabilidad por productos defectuosos 
y luego la responsabilidad civil por los daños causados por exposición al asbesto de 
tipo ambiental y no ocupacional. 
 
1.2.1 Responsabilidad por productos defectuosos. En materia de 
responsabilidad por productos defectuosos, Estados Unidos aplica tanto el derecho 
común constituido por decisiones judiciales como el Código de Comercio Uniforme 
o Uniform Comercial Code (UCC) en algunos87 de sus Estados y de conformidad 
con el Gobierno Federal88. 
 
                                                             
85 CUEVAS, Angélica. Me declaro víctima de Eternit. En: El Espectador. 16, mayo, 2019. Disponible en: 
https://www.elespectador.com/noticias/judicial/me-declaro-victima-de-eternit-articulo-538464. 
86 TELEANTIOQUIA NOTICIAS. Informe Especial: El asbesto mata a 110 mil personas al año. En: YouTube 
canal Teleantioquia. Publicado el 25, marzo, 2014. Disponible en internet: 
https://www.youtube.com/watch?v=c1-vQRKjGUE. 
LOS INFORMANTES. Asbesto, el mineral para construcción que cobra la vida de quien lo respira. En: YouTube 
canal Los Informantes. Publicado el 10, mayo, 2018. Disponible en internet: 
https://www.youtube.com/watch?v=FSDqhPe8TCw. 
NOTICIAS CARACOL. Asbesto fibras con olor a muerte. En: YouTube canal Juliana Gómez. Publicado el 26, 
septiembre, 2016. Disponible en internet: 
https://www.youtube.com/watch?v=SDCh4qBKLYE&list=PLKP5w1E5OLwfO-iHW-D1GIz0fmwCxX8ad. 
87 Louisiana se exceptúa de su aplicación. 
88 ARANGO, Daniel. Aproximación a la responsabilidad civil por productos defectuosos en Estados Unidos y 
Colombia. Trabajo para obtener el título de Especialista en Responsabilidad Civil y Seguros. Medellín: 
Universidad Eafit, 2007. 7 p. 
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El caso Borel v Fibreboard Paper Products Corporation89 es considerado el más 
histórico en este país sobre la materia. El demandante era un trabajador de 
aislamiento industrial que resultó diagnosticado con asbestosis pulmonar y 
mesotelioma a raíz del contacto que tuvo por 36 años con productos de asbesto que 
usaba en su labor diaria. 
 
El señor Borel demandó a la compañía fabricante de materiales de aislamiento 
elaborados con asbesto, bajo la figura de responsabilidad estricta90, por no informar 
de los peligros que conllevaban el uso de tales productos. 
 
La defensa, por su parte, alegó que Borel había asumido voluntariamente el riesgo, 
sin embargo, el juez condenó a las empresas demandadas y sostuvo que era deber 
del fabricante informarse constantemente sobre los efectos nocivos de sus 
productos y estar al tanto de las investigaciones científicas relacionadas con el 
mismo, para poder advertir a los consumidores sobre los hallazgos nocivos en su 
utilización, siempre que estos fueran razonablemente previsibles. 
 
Adicionalmente, manifestó que en este caso no podía darse la asunción del riesgo 
porque se probó que era totalmente desconocido. La parte condenada apeló la 
decisión ante la Corte Suprema de los Estados Unidos, pero fue confirmada.  
 
Ahora bien, en Colombia la responsabilidad por producto defectuoso se encuentra 
expresamente regulada en el título IV de la Ley 1480 de 201191 y se distingue de la 
responsabilidad civil y, podría decirse, de cualquier responsabilidad, en tanto no se 
tiene en cuenta el elemento culpa al momento de realizar el juicio, no se distingue 
entre responsabilidad contractual o extracontractual ya que la existencia o no de un 
                                                             
89Q, Robert, et al. Borel v Fibreboard Paper Products Corporation. En: Handbook of Texas Online.  Disponible 
en: https://tshaonline.org/handbook/online/articles/jrb01. 
90 Lo que podría asemejarse en Colombia a la responsabilidad objetiva. 
91 COLOMBIA. Ley 1480. (12, octubre, 2011). Por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se 
dictan otras disposiciones. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2011, no. 48.220. 
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vínculo previo no es indispensable para su análisis, existe una solidaridad entre 
productor y expendedor, lo que a su vez implica que puede interponerse la acción 
en contra de todos o uno de ellos y, finalmente, no basta con la reparación sino que 
además se impone un deber general de información a cualquiera de la cadena de 
producción, distribución y comercialización en aquellos casos donde se avizora que 
su producto ha producido o puede producir un evento adverso. 
 
Pero ¿qué es un producto defectuoso? El referido estatuto lo define como “aquel 
bien mueble o inmueble que en razón de un error el diseño, fabricación, 
construcción, embalaje o información, no ofrezca la razonable seguridad a la que 
toda persona tiene derecho”92. Así, cuando tal producto causa un daño y/o prejuicio, 
el afectado puede acudir a la jurisdicción o a la Superintendencia de Industria y 
Comercio, según escoja, para solicitar la respectiva reparación. 
 
Para ello deberá probar el defecto del bien93, la existencia del daño y el nexo causal 
entre este y aquel, pero el juez puede hacer uso de la carga dinámica de la prueba 
en aquellos casos donde el demandado se encuentre en una mejor posición para 
demostrar alguno de estos elementos. 
 
En lo concerniente a las causales de exoneración, el artículo 22 la Ley 1480 de 
201194 señala como tales: la fuerza mayor o caso fortuito; la culpa exclusiva del 
afectado; el hecho de un tercero; la no circulación del producto; cuando el defecto 
es consecuencia directa de la elaboración, rotulación o empaquetamiento del 
producto conforme a normas imperativas existentes sin que el defecto pudiera ser 
evitado por el productor sin violar dicha norma y cuando en el momento en que el 
                                                             
92 Numeral 17 del artículo 5 de la Ley 1480 de 2011. 
93 A nivel probatorio, se entiende que “En estricto sentido el consumidor debe probar solo la existencia del 
defecto pero no sus causas”, es decir, debe acreditar que el producto atenta contra la seguridad, vida o salud 
del consumidor más no el error que llevó a generar el defecto del producto: VILLALBA, Juan Carlos. La 
responsabilidad por producto defectuoso en el derecho colombiano. En: Civilizar. Julio-diciembre, 2014. 17-39 
p. Disponible en: http://www.scielo.org.co/pdf/ccso/v14n27/v14n27a03.pdf. 
94 COLOMBIA. Ley 1480. (12, octubre, 2011). Por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se 
dictan otras disposiciones. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2011, no. 48.220. 
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producto fue puesto en circulación el estado de los conocimientos científicos y 
técnicos no permitía descubrir la existencia del defecto. 
 
Pues bien, ajustando tal teoría al caso de productos elaborados con asbesto que 
omitieron informar sobre su peligrosidad y finalmente causaron un daño en la salud 
o vida de las personas con sus fibras por el desgaste del material, existen dos 
grandes retos para el demandante: el primero es la demostración del nexo causal 
por el lapso de tiempo que transcurre entre el uso y la consolidación del daño y el 
segundo, la carga probatoria para desvirtuar la causal de exoneración relativa al 
conocimiento científico y técnico del defecto. 
 
Sobre el primer aspecto, esto es, el nexo causal, el autor Juan Carlos Villalba en el 
artículo “La responsabilidad por producto defectuoso en el derecho colombiano” 
sostiene que: 
 
“(…) El problema de la demostración del vínculo de causalidad se agrava en 
circunstancias en que el daño se produce mucho tiempo después del uso del 
producto (…) 
 
(…) Tal y como lo decreta el artículo 167 del Código General del Proceso, creemos 
que es posible desplazar la carga de la prueba del nexo causal al productor, con la 
exigencia que se suministre verdaderamente en circunstancias de dificultad 
probatoria para el consumidor (…)” 95 
  
Siguiendo la misma línea, se considera que en casos como estos donde el 
demandante no tiene más que indicios, el juez, o quien haga sus veces, puede hacer 
uso del artículo 167 de la Ley 1564 de 201296 y con las pruebas que aporta el 
demandado definir si efectivamente debe endilgarse o no responsabilidad por el 
producto defectuoso. 
 
                                                             
95 Ibíd. 
96 COLOMBIA. Ley 1564. (12, julio, 2012). Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se 
dictan otras disposiciones. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2012, no. 48.489. 
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No obstante, otra será la solución en aquellos casos donde no es posible imputar el 
daño causado por el producto defectuoso a un productor o comercializador 
específico, pues en este supuesto, se considera que no se puede probar el nexo 
causal ya que la teoría de cuota de mercado, tal y como lo expone el doctrinante 
Javier Tamayo Jaramillo, no es aplicable en Colombia porque: 1) el estatuto del 
consumidor no lo consagra; 2) el artículo 20 de dicha norma indica que se debe 
probar la solidaridad de productor y expendedor; 3) todos responden por la totalidad 
y no conforme a su participación97, y 4) no se cumple con el requisito de fungibilidad 
del producto, según el cual “todas las unidades del mismo producto generan el 
mismo riesgo de sufrir un daño”98.  
 
Sobre el amianto, el abogado Albert Ruda González mencionó: 
 
“En cuanto a los daños que son consecuencia de la exposición al amianto o asbesto, 
la tendencia dominante rechaza la responsabilidad por cuota de mercado, porque 
éste no es un único producto, sino un grupo mineral de silicatos hidratados que 
producen riesgos distintos para la salud según de cual se trate (entre otros casos, 
Goldman v. Johns-Manville Sales Corp., 33 Ohio St.3d 40, 514 N.E.2d 691 (1987); 
White v. Celotex Corp., 907 F.2d 104 (9th Cir. 1990); Black v. Abex Corp., ND 236, 
603 N.W.2d 182 (1999)). Su aplicación sólo ha parecido posible cuando el amianto 
se utiliza en un producto fungible, como pastillas de frenos (Wheeler v. Raybestos-
Manhattan, 8 Cal. App. 4th 1152, 11 Cal. Rptr. 2d 109 (1992) y Hardy v. Johns-
Manville Sales Corp., 509 F.Supp. 1353 (E.D.Tex. 1981), rev’d in part, 681 F.2d 334 
(5th Cir. 1982); a favor, MULCAHY, 1983, 1308; en contra, Becker v. Baron Bros., 
et al., 649 A.2d 613 (N.J. 1995); y Mullen v. Armstrong World Industries Inc., 200 
Cal.App.3d 250, 246 Cal.Rptr.32 (1988)).  
 
Un problema es que mientras la exposición al DES de las hijas es prenatal, la 
exposición al amianto no. Esto importa porque aquéllas pueden identificar 
claramente el momento de exposición al agente dañoso; las víctimas de daños 
producidos por el amianto pueden haber estado expuestos en muchos momentos 
(véase MARK, 1983, 892 y CHASTAIN, 1986, 1116).”99 
 
                                                             
97 TAMAYO, Javier. La responsabilidad por productos defectuosos exige la prueba de que el demandado causó 
el daño. En: Ámbito Jurídico. 10, febrero, 2016. Disponible en: 
https://www.ambitojuridico.com/noticias/columnista-impreso/educacion-y-cultura/la-responsabilidad-por-
productos-defectuosos-exige. 





Finalmente, en lo atinente a la causal de exoneración de preexistencia científica, 
como se dejó claro en el capítulo anterior, desde el año 1998 en Colombia se tiene 
certeza de la peligrosidad del amianto y, por tanto, bastará tan solo con aportar 
documentos, estudios de la época e incluso un dictamen pericial para desvirtuar la 
excepción propuesta por la defensa del productor. Sin embargo, si el producto fue 
usado con anterioridad a tal fecha, deberá el operador jurídico evaluar la 
exoneración del fabricante ya que, si bien existía certeza en el mundo, no era 
acogida ni replicada en nuestro país. 
 
1.2.2 Responsabilidad civil en razón de los daños causados por exposición al 
asbesto de tipo ambiental y no ocupacional. Tal y como se explicó en títulos 
anteriores, el daño que se deriva de la exposición al amianto también puede ser 
secundario, es decir, puede provenir de la inhalación de las fibras que se encuentran 
en el aire por cercanía a las empresas que lo usan en el proceso de producción o 
de las minas donde se realiza su extracción o a través de los empleados que, sin 
pretenderlo, lo llevan a sus familias o allegados en sus objetos personales. Sobre 
este último punto, debe destacarse que el riesgo de ocurrencia se disminuye 
ostensiblemente en la medida que las empresas implementen de forma correcta el 
Reglamento de Higiene y Seguridad del Crisotilo y otras Fibras de uso similar, 
adoptado por el Ministerio de Salud y Protección Social a través de la Resolución 
007 de 2011100. 
 
En este apartado, la obligación de reparar tales daños en Colombia, se estudiará a 
partir de las decisiones judiciales que en su momento fueron tomadas en Estados 
Unidos, Inglaterra y España, ya que a la fecha se desconoce un pronunciamiento 
de la Corte Suprema de Justicia sobre el asunto. 
 
                                                             
100 COLOMBIA. Resolución 007. (4, noviembre, 2011). Por la cual se adopta el Reglamento de Higiene y 




Pues bien, tratándose de exposición por los daños causados a familiares de 
empleados que se encuentran expuestos al asbesto, las decisiones judiciales en 
Estados Unidos se encuentran divididas: unos jueces afirman que existe 
responsabilidad cuando el empleador no proporciona a sus empleados la 
información y protección necesaria sobre el manejo de sus implementos de trabajo 
a fin de evitar que las fibras de amianto lleguen a sus hogares, y otros, en cambio, 
sostienen que tal deber no se extiende a terceros y que, por tanto, no puede 
hablarse de una responsabilidad ilimitada cuando no existe siquiera un vínculo entre 
ellos101. De modo que no existe una posición unificada y por tanto dependerá del 
análisis del Juez en cada caso concreto. 
 
Por el contrario, en Inglaterra, desde el año 1995 y a raíz del caso June Hancock y 
Evelyn Margereson v. JW Roberts Ltd., se determinó la reparación por los daños 
causados a raíz de la exposición ambiental al asbesto, como pasará a exponerse. 
 
June Hancock al igual que el esposo de Evelyn Margereson, Arthur Margereson, 
vivieron en Armley, muy cerca de la fábrica JW Roberts Ltd., donde se usaba el 
asbesto como uno de los elementos para la elaboración de sus productos. 
 
Ambos demandantes, en su niñez102, jugaban con fibras de asbesto que eran 
emitidas desde dicha fábrica a las inmediaciones del lugar donde se encontraba 
ubicada y, como consecuencia de ello, años después fueron diagnosticados con 
mesotelioma. 
                                                             
101 MITRE, Erin. Asbestos Case Tracker Real-Time Court Decisions and Other Developments in Asbestos 
Litigation. En: Goldberg Segalla. 2, junio, 2020. Disponible en: https://asbestoscasetracker.com/asbestos-
litigation-analysis/jurisdictions-remain-split-on-existence-of-liability-and-scope-of-same-in-secondary-exposure-
cases/. 
102 BUDGEN, Adrián, et al. Armley: Too Close to Home. En: British Asbestos Newsletter. Julio, 2016. 1-70 p. 
Disponible en: http://www.junehancockfund.org/about-us/armley-too-close-to-home/. 
ASBESTOS JUSTICE. Armley – UK’s Deadliest District. Disponible en: 
https://www.asbestosjustice.co.uk/armley-uks-deadliest-town/. 
STEELE, Jenny, et al. Dust on the Streets and Liability for Environmental Cancers. En: The modern law review. 




Por lo anterior, demandaron a la compañía, June de manera directa y Evelyn 
Margereson como esposa de Arthur, ya que este falleció antes de iniciar el pleito. 
 
En esa oportunidad, la empresa demandada sostuvo que 1) no se había probado el 
riesgo ni el daño; 2) para esa época el cáncer de mesotelioma no estaba relacionado 
con el asbesto, dado que tal vínculo tan solo se dio hasta el año 1960; 3) 
Margereson y June no eran empleados y, por tanto, no podían reclamar perjuicios 
y 4) el riesgo no era previsible. 
 
El 27 de octubre de 1995, el Juez Holland decidió acceder a las pretensiones de las 
demandantes y sostuvo que, de las pruebas allegadas (fotografías, testimonios de 
21 personas y estudios técnicos), se podía colegir que el daño causado a June y a 
Arthur era consecuencia de las fibras de amianto que para aquel entonces eran 
expulsadas desde la fábrica JW Roberts Ltd. 
 
Adicionalmente, reprochó que no se tomaran medidas para impedir que partes del 
mineral salieran al ambiente y, en ese sentido, las condiciones dentro y fuera de la 
fábrica eran similares en cuanto a la peligrosidad. Finalmente, consideró que el 
riesgo sí era previsible a la sociedad demandada desde 1933 y por tanto reconoció 
los perjuicios a las demandantes. Luego, la corte de apelación confirmó el fallo. 
 
Ahora bien, en España, el caso más reconocido sobre responsabilidad por daños 
causados por asbesto a raíz de la exposición ambiental y no ocupacional, es el 
denominado “Caso Uralita”103. Los familiares de quienes trabajaban con asbesto, 
empleados y habitantes cercanos a la fábrica ubicada en los municipios de 
Cerdañola del Vallés y Ripollet, demandaron a URALITA S.A., por considerar que 
era responsable de las enfermedades respiratorias que padecían como 
                                                             
103 ESPAÑA. AUDIENCIA PROVINCIAL CIVIL DE MADRID, sentencia del siete (07) de diciembre de dos mil 




consecuencia de la inhalación de las fibras de amianto que eran emitidas desde la 
planta y se encontraban en el ambiente y en los uniformes de los empleados cuya 
limpieza debía ser llevada a cabo en sus hogares. 
 
La parte demandada argumentó que no existía relación de causalidad entre las 
enfermedades argüidas por los demandantes y la actividad desarrollada por la 
fábrica URALITA S.A. y en tal sentido, los daños alegados no le eran atribuibles.  
 
El Juzgado de primera instancia No.96 de Madrid accedió parcialmente a las 
pretensiones, pero solo frente a las víctimas domésticas y algunos afectados por la 
exposición ambiental y, en consecuencia, la providencia fue recurrida por ambas 
partes. 
 
La Audiencia Provincial de Madrid, en providencia del 07 de diciembre de 2017, 
rechazó los argumentos de la empresa demandada e indicó que104: 
 
-La causalidad científicamente estaba probada, puesto que, tanto la exposición al 
asbesto doméstica como la ambiental constituyen un riesgo de adquisición de 
enfermedades y por ende debe atribuirse causalidad entre el daño y el mineral. 
-No se acreditó la ocurrencia de otras concausas distintas a las exposiciones 
domésticas y ambientales. 
-No se trataba de que URALITA S.A cumpliera la normativa laboral, sino que debía 
extremar su cuidado para evitar el daño a sus empleados y a sus familiares pues 
conocía para la época de la peligrosidad del mineral y por tanto consideró que 
existía responsabilidad de la demandada respecto a los pasivos domésticos. 
-“La creación de un riesgo superior al normal, es decir, el desempeño de una 
actividad peligrosa, no genera una responsabilidad de carácter objetivo en la 
persona que creó el riesgo”, aquí rige “el principio subjetivista de la responsabilidad 




civil extracontractual, pero con la previsión de que la creación de un riesgo superior 
al normal requiere una elevación proporcional de los estándares de pericia y 
diligencia, un agotamiento de las medidas de cuidado requeridas, y que el 
cumplimiento de las normas reglamentarias relativas a la actividad peligrosa no 
excluye de por sí el reproche culpabilístico”. 
-Sostuvo que la evaluación del caso consistió en determinar si la parte demandada 
había incurrido en culpa al desarrollar la actividad peligrosa y no si cumplía con las 
normas ambientales respecto de las emisiones de las fibras de amianto.  
-Concluyó que la accionada “conociendo el peligro que conllevaba la utilización e 
inhalación de las fibras de amianto, no actuó con diligencia exigible al emitir sin 
control adecuado al ambiente exterior las fibras de amianto de su explotación 
industrial con lo que incurrió en responsabilidad civil de carácter extracontractual 
por los daños causados en las poblaciones circundantes (…) al inhalar sus 
habitantes las fibras de amianto emitidas al ambiente exterior sin el debido control 
por la actividad industrial desarrollada por la demandada”. 
 
En España, la responsabilidad civil extracontractual subjetiva es la que impera en 
este tipo de casos, pues se considera que la empresa que explota o transforma el 
asbesto tiene la obligación de ejercer su actividad con un mayor grado de diligencia 
y cuidado por crear un riesgo superior al normal, sin que ello implique inversión de 
la carga de la prueba (demostrar el demandado su falta de culpa) y tampoco una 
responsabilidad objetiva.  
 
Finalmente, en lo que respecta al caso colombiano, se estima que en su momento 
la Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, podría reconocer que la transformación, 
explotación o uso de asbesto, se constituye en una actividad peligrosa105 y, en 
                                                             
105 “(…) peligrosa es toda actividad que, una vez desplegada, su estructura o su comportamiento generan más 
probabilidades de daño de las que normalmente está en capacidad de soportar por sí solo un hombre común y 
corriente. Esta peligrosidad surge porque los efectos de la actividad se vuelven incontrolables o imprevisibles 
debido a la multiplicación de energía y movimiento, a la incertidumbre de los efectos del fenómeno o a la 
capacidad de destrozo que tienen sus elementos”: negrilla fuera de texto, TAMAYO, Javier. Tratado de 
Responsabilidad Civil tomo I. 2 ed. Colombia.: Editorial Legis, 2007. 935 p. 
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consecuencia, el análisis de la responsabilidad en los casos donde se hayan 
causado daños por exposición de tipo ambiental y no ocupacional, se enmarcarían 
en el artículo 2356 del Código Civil106, teniendo en cuenta que las fábricas o mineras 
que explotan, usan o realizan productos con amianto, tienen una alta probabilidad 
de causar daños en la salud de las personas y adicionalmente se benefician 
económicamente de su ejecución. 
 
Debe dejarse claro que tal connotación solo sería predicable en Colombia desde el 
año 1998 puesto que solo a partir de esa fecha se puede probar con certeza el 
riesgo del mineral en la salud de las personas. 
 
Bajo esta óptica, el demandante deberá probar el hecho (exposición al asbesto no 
ocupacional o ambiental por fibras emitidas o provenientes de la fábrica o minera 
demandada), el daño (patología presentada o afectación generada) y el nexo causal 
entre ambos. Por su parte, para que el demandado se exonere deberá demostrar 
una causa extraña.  
 
En cuanto al tema probatorio, es importante resaltar que ya se han dado diversas 
investigaciones que evidencian la malignidad del amianto. En Sibaté, por ejemplo, 
varios expertos lograron concluir que las enfermedades pulmonares causadas a 
algunos habitantes de este lugar, tenían como génesis la exposición ambiental al 
asbesto107, de manera que se constituye en un material importante que 
eventualmente podría ser usado en juicio. 
 
En Colombia apenas comienza el camino jurídico para las víctimas que buscan 
algún tipo de reparación, pero la jurisprudencia foránea podrá contribuir 
positivamente a su desarrollo. 
                                                             
106 Artículo 2356 del Código Civil. 
107 RAMOS, Juan Pablo, et al. An asbestos contaminated town in the vicinity of an asbestos-cement facility: The 




No obstante lo anterior, se insiste en que deberá crearse un fondo de indemnización 
como mecanismo adicional para que las víctimas no se vean obligadas a acudir 
únicamente a la jurisdicción, sino que tengan otra opción de compensación cuyo 
fundamento sea la solidaridad, entendida como un deber-principio en “cabeza del 
Estado Social de Derecho (…) inherente a su existencia y cualificación en la esfera 
de cumplimiento de sus fines esenciales”108.  
 
2. RESPONSABILIDAD Y/O SOLIDARIDAD DEL ESTADO CON LAS VÍCTIMAS 
DEL ASBESTO 
 
Hemos visto hasta este punto diversas formas en que puede imputarse 
responsabilidad a particulares por los daños causados a las víctimas de asbesto, 
corresponde ahora plantear la incidencia del Estado en el asunto objeto de estudio. 
 
Para tal fin, se expondrá la omisión de remoción de desechos de residuos de 
asbesto en el municipio de Sibaté, Cundinamarca, y en las Viviendas de Interés 
Social e Interés Prioritario construidas con amianto como supuestos de hecho en 
los cuales el Estado podría llegar a responder por los daños causados. De esta 
manera se pretende hacer un llamado a las entidades públicas implicadas para que 
integren estos casos al análisis de los riesgos de litigiosidad que forman parte de 
sus políticas de prevención del daño antijurídico. 
 
Finalmente, se propondrá la creación de un fondo de indemnización en Colombia 
como una alternativa válida, eficaz y necesaria que sirva como respuesta 
patrimonial adicional a las víctimas del amianto.  
 
                                                             
108 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia C-459 de 2004. 
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2.1 DOS ESCENARIOS DE POSIBLE RESPONSABILIDAD 
EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR LOS DAÑOS CAUSADOS POR EL 
ASBESTO 
 
El artículo 90 de la Constitución Política109 consagra la responsabilidad del Estado 
por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de sus autoridades 
públicas. En cuanto a la estructura de los elementos de la responsabilidad, se han 
dado diversas modificaciones y discusiones a nivel jurisprudencial y doctrinal110 que 
no serán analizados en este texto, puesto que se desnaturalizaría el objeto del 
mismo. Se acogerá la postura actual del Consejo de Estado según la cual, al realizar 
el juicio de responsabilidad se deben tener en cuenta dos elementos: el daño 
antijurídico y la imputación. 
 
Al respecto, en sentencia del 5 de marzo de 2020111, la mencionada Corporación 
sostuvo que el daño antijurídico como primer elemento a estudiar debe ser: 
 
“(…) i) antijurídico, esto es, que la persona no tenga el deber jurídico de soportarlo 
(…) ii) Que se lesione un derecho, bien o interés protegido por el ordenamiento legal. 
iii) Que el daño sea cierto, es decir, que se pueda apreciar material y jurídicamente 
y, por ende, no se limite a una mera conjetura. Adicionalmente, esta Subsección, en 
anteriores providencias ha considerado que el daño debe ser cierto, real, 
determinado o determinable e indemnizable, so pena, de configurarse como 
eventual e hipotético” 
 
En cuanto a la imputación, se señaló que se deben analizar dos aspectos: 
 
“(…) el ámbito fáctico y la imputación jurídica. En lo que tiene que ver con el primer 
aspecto, es imperativo determinar si hay un nexo causal entre el daño y las 
actuaciones que se reputan como la fuente de este. Asimismo, en la imputación 
                                                             
109 Articulo 90 Constitución Política. 
110 PATIÑO, Héctor. El trípode o bípode de la estructura de la responsabilidad. En: La Responsabilidad 
extracontractual del Estado ¿qué? ¿Por qué? y ¿hasta dónde?. Bogotá.: Editorial Universidad Externado de 
Colombia, 2016. 167 a 179 p. 
111 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del cinco (5) de marzo 
de dos mil veinte (2020), radicado, 76001-23-31-000-2010-01155-01(53753), actor: Danilo Hernando Gómez 
Gómez y otros, demandado: Nación-Rama Judicial-Consejo Superior de la Judicatura. 
55 
 
jurídica se debe establecer la atribución conforme con un deber jurídico, a partir de 
la aplicación de los títulos de falla en el servicio, daño especial o riesgo excepcional” 
 
Pues bien, teniendo en cuenta lo anterior, se pasarán a analizar dos supuestos en 
los que se podría ver comprometida la responsabilidad del Estado con relación al 
asbesto. Con ello se pretende que las entidades implicadas tomen como insumos 
estos hechos para la formulación de sus Políticas de Prevención del Daño 
Antijurídico, según los lineamientos establecidos por la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado, mediante la Circular 05 del 27 de septiembre de 2019, 
pues de este modo se evitará su causación. 
 
2.1.1 Remoción de desechos de residuos de asbesto. La Ley 253 de 1996112 
incluyó los desechos de asbesto en la categoría de residuos peligrosos por 
considerarlos como una fuente de riesgo para el medio ambiente y la salud. Desde 
entonces, su disposición final ha sido regulada a través de normas como la Ley 430 
de 1998113, la Ley 9 de 1979114 y la Resolución 2309 de 1986115, las cuales, además, 
definen que la vigilancia y control de esta actividad se encuentra en cabeza de las 
autoridades ambientales, de los entes territoriales, del Ministerio de Salud y 
Protección Social y de los Servicios Seccionales de Salud o sus delegados. 
 
Es importante resaltar que antes de la expedición de dichas normas, cada ente 
territorial determinaba la forma y el lugar donde debía ser llevado el referido 
                                                             
112 COLOMBIA. Ley 253. (9, enero, 1996). Por medio de la cual se aprueba el Convenio de Basilea sobre el 
control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación. Diario Oficial. Bogotá, 
D.C., 1996, no. 42.688. 
113 COLOMBIA. Ley 430. (16, enero, 1998). Por la cual se dictan normas prohibitivas en materia ambiental, 
referentes a los desechos peligrosos y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 1998, no. 
43.219. 
114 COLOMBIA. Ley 9. (24, enero, 1979). Por la cual se dictan Medidas Sanitarias. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 
1979, no. 35308. 
115 COLOMBIA. Resolución 007. (4, noviembre, 2011). Por la cual se dictan normas para el cumplimiento del 
contenido del Título III de la parte 4a. del Libro 1o. del Decreto Ley No. 2811 de 1974 y de los Títulos I, II y XI 




material, lo que ha causado que, por malas prácticas de disposición, hoy en día 
existan potenciales peligros que pueden causar daño en la población. 
 
Para ilustrar la anterior afirmación, es menester referirse al caso de Sibaté, 
Cundinamarca. Según la sentencia del Consejo de Estado del 18 de julio de 2012116, 
se observa que en dicho municipio regía la Ordenanza No.8 de 1973 y el Decreto 
No.02568 de 1974, donde se señalaba que este tipo de residuos no podría ser 
vertido en los perímetros urbanos y suburbanos.  
 
Sin embargo, el ente municipal transgredió “la normativa ambiental y de utilización 
de suelos vigente para la época, al autorizar a una empresa industrial, para que 
depositase desechos industriales en un barrio habitado de su localidad sin advertir 
que los mismos contenían elementos que podían ocasionar consecuencias nefastas 
en la salud de las personas que habitaban dicho sector.”117 
 
Tal postura se reforzó en el año 2019, cuando un grupo de investigadores liderados 
por el profesor Ramos118, llegaron a concluir que en ese municipio efectivamente 
hay diversas zonas rellenadas con asbesto, lo cual se constituye en un riesgo para 
la población dado que este mineral puede ser liberado fácilmente con la 
perturbación del subsuelo.  
 
La dificultad que hoy enfrentan los habitantes de tal municipio tiene como génesis 
una falla del servicio por parte del ente territorial al expedir a favor de Eternit 
Colombiana S.A. una licencia indebida de residuos contaminantes sobre sectores 
urbanos. Es por tal razón que se considera necesario realizar con urgencia la 
                                                             
116 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN 
TERCERA, sentencia del dieciocho (18) de julio de dos mil doce (2012), radicado, 25000-23-26-000-1996-
02146-01(18900), actor: José Pedro Villota, demandado: Nación-Ministerio de Salud. 
117 Ibíd. 
118 UNIVERSIDAD DE LOS ANDES. ¿Por qué es urgente prohibir el uso del asbesto en Colombia? En: Noticias 




remoción del amianto con las debidas medidas de seguridad, para evitar en un 
futuro la condena del Estado por los daños y perjuicios causados a los habitantes al 
incumplir la política pública de sustitución de asbesto, una vez esta se expida según 
el artículo 3 de la Ley 1968 de 2019119. 
 
En esos hipotéticos casos bastará con que la víctima pruebe el daño (patología 
causada o muerte), los perjuicios (patrimoniales y extrapatrimoniales) y la 
imputación que consistirá en acreditar que tal omisión dio lugar al padecimiento de 
una de las patologías causadas por la inhalación de fibras de asbesto. Para ello, y 
según el caso específico, podrá hacer uso de peritazgos donde se logre determinar 
que hubo liberación de fibras al ambiente, pruebas documentales donde se constate 
la residencia del afectado, las solicitudes realizadas a la entidad sobre este aspecto, 
constancias donde se certifique que era encargado(a) de su mantenimiento, la 
investigación antes citada y por supuesto los testimonios, entre otros. 
 
Así las cosas, en aquellos municipios donde exista está problemática, será 
perentorio la remoción del amianto, so pena de incurrir en responsabilidad 
patrimonial del estado tal como se ha explicado en los apartes anteriores. 
 
2.1.2 Remoción de materiales de asbesto en Viviendas de Interés Social e 
Interés Prioritario.  El artículo 51 de la Constitución Política120 establece la 
obligación del Estado de promover planes de Vivienda de Interés Social (VIS) para 
que los colombianos accedan a una vivienda digna. 
 
                                                             
119 COLOMBIA. Ley 1968. (11, julio, 2019). Por el cual se prohíbe el uso de asbesto en el territorio nacional y 
se establecen garantías de protección a la salud de los colombianos. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2019, no. 
51.011. 
120 Artículo 51 Constitución Política. 
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En desarrollo de tal postulado constitucional, el Decreto 1077 de 2015121 define la 
VIS como aquella “que reúne los elementos que aseguran su habitabilidad, 
estándares de calidad en diseño urbanístico, arquitectónico y de construcción cuyo 
valor máximo es el que se establezca en las normas que regulan la materia”, se 
diferencian de las Viviendas de Interés Prioritario (VIP) por el valor, dado que estas 
últimas son siempre inferiores a las primeras, pero ambas van dirigidas a las familias 
con menos ingresos del país. De ahí que su construcción se deba efectuar con 
materiales adecuados y seguros, bajo un diseño que garantice el acceso a servicios 
públicos y cumpla con las normas de estabilidad.  
 
Pese a lo anterior, se encuentra que este es tan solo un deber ser que no siempre 
se refleja en la realidad. Así, por ejemplo, un estudio realizado por la Clínica de 
Medio Ambiente y Salud Pública de la Universidad de los Andes, publicado de forma 
conjunta con Greenpeace, evidenció cómo en las licitaciones públicas para la 
construcción de este tipo de viviendas se exigían materiales que contenían asbesto, 
por su bajo costo y durabilidad, sin pensar en el riesgo en la salud que ello implica 
para sus habitantes122. La siguiente tabla muestra las licitaciones en las cuales se 








                                                             
121 COLOMBIA. Decreto 1077. (26, mayo, 2015). Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario 
del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio. Disponible en: 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=77216.  
122 GREENPEACE Y CLÍNICA JURÍDICA DE MEDIO AMBIENTE Y SALUD PÚBLICA UNIVERSIDAD DE LOS 










Fuente. Tomado del informe elaborado por Greenpeace y la Clínica Jurídica de Medio 
Ambiente y Salud Pública Universidad de los Andes. 
 
La utilización de estos materiales podría generar en los años venideros diversos 
daños en la salud de las personas que residen en ellas, a raíz del desprendimiento 
del mineral, bien por el desgaste de los materiales o por la misma modificación que 
realicen a las viviendas. Por ello es importante recalcar el deber de cambio o 
remoción de estos materiales ya que, de ocasionarse daños o perjuicios, el Estado 
estaría obligado a responder a título de falla en el servicio. 
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Se aclara que se alegaría la omisión en su reemplazo y no su uso, pues bajo este 
último supuesto se podría excepcionar el desconocimiento de la malignidad del 
material al momento de su instalación. 
 
Por lo expuesto, se hace un llamado al Estado para que incluya este aspecto en sus 
Políticas de Prevención del Daño Antijurídico y, adicionalmente, expida y ponga en 
marcha los lineamientos de sustitución del asbesto en los términos del artículo 3 de 
la Ley 1968 de 2019.  
 
2.2 LA SOLIDARIDAD COMO ALTERNATIVA DE COMPENSACIÓN PARA LAS 
VÍCTIMAS DEL ASBESTO 
 
El concepto de solidaridad lleva consigo multiplicidad de significados y, en tal 
sentido, habrá de aclararse cuál de ellos será tenido en cuenta en este título. 
 
Lo primero es recordar que el artículo 1 de la Constitución Política123 establece que 
Colombia es un Estado Social de Derecho, fundado en tres pilares básicos: la 
dignidad humana, el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran. Bajo 
este contexto tenemos que es un principio fundacional y por tanto debe irradiar todo 
el ordenamiento jurídico.  
 
Sobre la solidaridad, Maria Cecilia M’Causland refiere lo siguiente: 
 
“la solidaridad es un principio fundante del Estado social de derecho colombiano, 
que impone al Estado y en algunos eventos, también a los particulares, la realización 
de acciones en beneficio de las personas más vulnerables o menos favorecidas de 
la sociedad. En este sentido, tiene una estrecha relación con la igualdad, 
especialmente en cuanto, como deber del Estado supone la promoción, por su parte, 
                                                             
123 Artículo 1 Constitución Política. 
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de condiciones para que esta última sea real y efectiva, la adopción de medidas a 
favor de quienes se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta”124. 
 
Por su parte, Andrés Fernando Ospina Garzón señala que “(…) el derecho 
administrativo, sobre todo a partir de la constitucionalización y el influjo de la 
cláusula de Estado social, abordó la solidaridad como un verdadero deber jurídico, 
principio constitucional, obligación de las autoridades públicas y de los particulares 
e inspirador del ordenamiento jurídico. (…)”125. 
 
En cuanto a la polisemia del concepto, el profesor Julián Pimiento, de forma 
acertada sostiene en el artículo “Responsabilidad o Solidaridad. El fundamento del 
deber de reparar en el ámbito de la responsabilidad extracontractual del Estado” 
que: 
 
“(…) no existe duda de que la solidaridad adquiere un especial valor en el derecho 
colombiano. Se trata de una figura multifacética que tiene diversas acepciones, pero 
principalmente un conjunto de usos y funciones diversos que le otorgan el carácter 
de comodín o de justificación común de variadas herramientas jurídicas. Así la 
solidaridad funge como un valor fundante del Estado colombiano, como uno de los 
pilares del Estado social de derecho-junto con el respeto a la dignidad humana y el 
trabajo-como un principio-mandato de optimización de la conducta de las 
autoridades públicas y de los particulares-, como un deber de inmediato 
cumplimiento, así como un derecho exigible de los particulares y del Estado; 
finalmente de algunas hipótesis de reparación de víctimas.”126 
 
Por tanto, con el surgimiento del Estado social de derecho, el principio de solidaridad 
pasó de ser un valor vinculado al concepto filosófico e individual de la justicia, a ser 
el principio y deber fundante del mismo y de obligatorio cumplimiento para toda la 
sociedad. En virtud de este, se han creado instituciones jurídicas para la asistencia 
                                                             
124 M’CAUSLAND, María Cecilia. Responsabilidad del Estado por daños causados por actos violentos de 
terceros. En: La filosofía de la responsabilidad civil: estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la 
responsabilidad civil extracontractual. Bogotá.: Editorial Universidad Externado de Colombia, 2013. 513 p. 
125 OSPINA, Andrés. Responsabilidad frente a la solidaridad: el fundamento abstracto del deber de responder. 
En: La Responsabilidad extracontractual del Estado ¿qué? ¿Por qué? y ¿hasta dónde?. Bogotá.: Editorial 
Universidad Externado de Colombia, 2016. 121 p. 
126 PIMIENTO, Julián. Responsabilidad o solidaridad. El fundamento del deber de reparar en el ámbito de la 
responsabilidad extracontractual del Estado. En: Revista de Derecho Público Universidad de los Andes. 2016. 
vol.36,  14 p.  
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a personas en situación de debilidad manifiesta y ha servido de sustento para 
determinar la responsabilidad del Estado en casos de actos terroristas. 
 
En este escrito, la solidaridad no será vista como fundamento del deber de reparar 
en la responsabilidad extracontractual del Estado en vía judicial127, ni como un valor, 
sino que será tomada como el principio-deber128 que sustenta la creación legal de 
un fondo de compensación a las víctimas del asbesto, cuyo fin sea proteger la 
dignidad humana, aminorar el sufrimiento, eliminar las barreras probatorias del nexo 
causal y acortar los tiempos de espera para obtener tal indemnización. 
 
Como lo señala Juan Carlos Henao, la solidaridad y la reparación: 
 
“se presentan entonces como dos polos que buscan, cada cual desde su óptica, 
mitigar los efectos de los hechos dañinos. La finalidad de ambas coincide, en la 
medida en que la forma pragmática otorga instrumentos para que la víctima se 
recupere frente a su daño, aunque su causa es diferente porque lo motiva la 
traslación patrimonial en una y otra se explica por razones diferentes. La función que 
cumplen es sencilla de enunciar: mientas mayor es el desarrollo de la solidaridad 
humana menor es la necesidad de la reparación, porque menos daño se sufre. (…) 
solidaridad y reparación son figuras diferentes frente al advenimiento de daños a 
pesar de que su finalidad coincida”129 
 
Sobre este mismo aspecto, Ramiro Saavedra Becerra menciona que “(…) ante los 
daños sufridos por las personas respecto de los que no se puede exigir una 
responsabilidad del Estado técnicamente concebida, es decir, fundada en la 
                                                             
127A nivel jurisprudencial el Consejo de Estado ha aplicado la solidaridad a casos donde el Estado no tuvo mayor 
injerencia, sustentando que se actúa bajo la “posición de garante” (como por ejemplo en los actos terroristas), 
lo cual se considera desproporcionado en tanto no existe atribución fáctica del daño al Estado y en consecuencia 
se deforman los elementos de la responsabilidad consagrada en el artículo 90 de la Constitución Política. En 
este punto se coincide con la exposición del profesor Pimiento. 
128 “(…) el principio de solidaridad se imbrica plenamente en el núcleo duro del Estado social. (…) El Estado 
social como es sobradamente conocido, rompe frontalmente con la visión individualista del Estado liberal, y de 
resultas de ello el ordenamiento constitucional adquiere una notable relevancia como articulador y constructor 
social (…). En este marco, el principio de solidaridad va a coadyuvar en esa labor de mediación y articulación 
social.”: FERNANDEZ, Francisco. Aproximación al concepto de solidaridad. En: Teoría y Realidad 
Constitucional. 2012. vol.30, 153 p.  Disponible en: 
https://www.researchgate.net/publication/327157007_La_solidaridad_como_principio_constitucional/fulltext/5b
7d61fb92851c1e12273dd9/La-solidaridad-como-principio-constitucional.pdf, consultado, el 22 de julio de 2020. 
129 HENAO, Juan Carlos. El daño. Análisis Comparativo de la Responsabilidad Extracontractual del Estado en 
el Derecho colombiano y francés. Bogotá.: Editorial Universidad Externado de Colombia, 1998. 29 p. 
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imputación a este del daño sufrido, el legislador debe señalar la extensión y la 
proporción en que la sociedad debe asumir su deber solidario en la forma de una 
compensación suficiente, justa y razonable (…).”130 
 
Por su parte M'Causland indica que “el deber de solidaridad existe, en cabeza del 
Estado aun en eventos en los que las situaciones de especial inferioridad en que se 
encuentran determinadas personas no le son imputables(…), mientras que la 
responsabilidad de este solo se configura cuando tales situaciones constituyen un 
daño que le es imputable.”131 
 
En idéntico sentido el profesor Marcel Pochard, considera que “la indemnización 
según el principio de solidaridad descansa sobre una concepción totalmente 
diferente; ella se encuentra desconectada de cualquier idea de determinación previa 
de la responsabilidad; su fundamento reside en el reconocimiento por el poder 
público de asumir la indemnización del daño de manera casi automática, por fuera 
de cualquier investigación de la responsabilidad, haciendo prevalecer el principio de 
solidaridad” 132. 
 
No se trata entonces de volver al Estado en un tipo de asegurador universal, 
desligando a los particulares de su obligación de reparar, pues se insiste la víctima 
puede acudir a la jurisdicción para exigir su reparación al causante directo del daño. 
Lo que se busca es que el legislador, en uso de sus facultades, amplíe los 
mecanismos de respuesta patrimonial a los afectados por este mineral y materialice 
a través del principio de solidaridad la igualdad que se establece en el artículo 13 
de la Constitución. 
 
                                                             
130 SAAVEDRA, Ramiro. La indemnización o compensación: los dilemas de la jurisprudencia. En: Memorias 
Seminario Franco Colombiano-Reforma a la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 2008. 401 p. 
131 M’CAUSLAND, María Cecilia. Op. cit. 
132 POCHARD, Marcel. La indemnización de las víctimas bajo el fundamento del principio de la solidaridad 
nacional. En: Memorias Seminario Franco Colombiano-Reforma a la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
2008. 355 a 369 p. 
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Como lo sostienen los autores antes citados, la intervención del Estado a través de 
la creación de figuras alternas de indemnización133 no hace a este responsable del 
actuar de terceros, sino garante de los principios y deberes.  
 
En nuestro contexto, tal y como lo expone Zapata García: 
 
“Lo que sin duda hace falta al ordenamiento jurídico colombiano es avanzar sobre 
la configuración de regímenes legislativos, de amplio desarrollo en otros 
ordenamientos, que permitan al patrimonio público realizar traslados patrimoniales 
para reaccionar ante los daños no causados por la Administración. La solución no 
debe terminar por desnaturalizar la responsabilidad administrativa para reaccionar 
ante lo que se considera justo, la solución parte de reconocer la necesidad de 
avanzar sobre nuevas categorías en nuestro derecho administrativo”134. 
 
Así, antes de pasar a estructurar la propuesta de creación de un fondo en Colombia, 
es menester señalar que estos “son entidades que administran dotaciones públicas 
o privadas destinadas a indemnizar a grupos homogéneos de víctimas. La acción 
protectora de los fondos acostumbra a basarse en criterios médicos y no en la 
identificación del causante del daño del solicitante o en la concurrencia de culpa en 
uno u otro”135. Su origen es alemán y tuvo como punto de partida la indemnización 
por daños laborales, sin embargo, hoy su aplicabilidad es mucho más extensa136. A 
continuación, se analizarán tres casos exitosos de fondos: el francés, el belga y el 
holandés para finalmente proponer la creación de un fondo de indemnización 
colombiano. 
  
                                                             
133 Ibíd. 
134 ZAPATA, Pedro. Fundamentos y Límites de la Responsabilidad del Estado. Bogotá.: Editorial Universidad 
Externado de Colombia, 2019. 258-259 p. 




2.2.1 Fondo de indemnización sin culpa en Francia. El artículo 53 de la Ley 
francesa No.2000-1257 del 23 de diciembre de 2000137 creó el “Fondo de 
compensación para víctimas de asbesto” como un establecimiento administrativo 
público nacional, con personería jurídica, autonomía financiera, administrado por 
una junta directiva y bajo la supervisión del Ministerio de la Seguridad Social y 
Presupuesto. 
 
El fin último del Fonds d'Indemnisation des Victimes de l'Amiante (FIVA) es reparar 
el daño causado a quienes fueron diagnosticados con una enfermedad producto del 
asbesto bien sea por exposición laboral, no ocupacional o ambiental. Se financia de 
recursos del Estado y de contribuciones de la rama de accidentes laborales y 
enfermedades profesionales del Sistema General de Seguridad Social. 
  
La solicitud de indemnización puede ser realizada por los titulares del derecho138 o 
sus beneficiarios139 directamente o a través de abogado, y se debe acreditar la 
exposición al mineral, el daño causado a la salud de la víctima y/o el perjuicio moral, 
y en caso de no haberse reconocido por la organización de seguridad social como 
de origen profesional así deberá indicarse.  
 
El derecho a acceder a este mecanismo prescribe en diez años contados a partir 
del primer diagnóstico de la enfermedad, salvo cuando la indemnización se requiere 
por agravamiento de la patología (empeora el estado de salud o surgen nuevas 
enfermedades), ya que se cuenta a partir del certificado médico que indica tal 
circunstancia y cuando los familiares reclaman por la muerte de uno de sus 
integrantes, puesto que allí el cómputo se efectúa desde la expedición del certificado 
médico que indica el nexo entre la muerte y la exposición al amianto. 
                                                             
137 FRANCIA. Ley 2000-1257. (23, diciembre, 2000). De financement de la sécurité sociale pour 2001. 
Disponible en: http://www.fiva.fr/fiva-adm/presentation.php. 
138 En principio la ley solo establecía como titular al directamente afectado pero con posterioridad se incluyeron 
los familiares perjudicados moralmente con la muerte de la víctima. 
139 Entendiéndose por tales,  la esposa(o), los hijos(as), padres, nietos y hermanos(as). 
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Una vez allegada la solicitud el fondo dentro de los quince días siguientes a la 
recepción, define si es admisible o no. Si es admisible, se indica la fecha en que se 
realizará una oferta. Si es inadmisible, se hace relación de los documentos que se 
necesitan para su análisis. 
 
Pueden darse dos situaciones: 
 
 Que el derecho a la compensación ya haya sido reconocido por una 
organización de seguridad social al tratarse de una enfermedad profesional: en este 
caso simplemente se presenta la oferta al reclamante. 
 Si no ha sido reconocido por una organización de seguridad social: se analiza 
el vínculo de la enfermedad con la exposición al amianto que puede incluir la 
realización de exámenes médicos asumidos por el FIVA y en caso de encontrarse 
que es de origen ocupacional, se informa a la organización social competente para 
que determine si es catalogada como enfermedad profesional. En los demás casos, 
si se encuentra probado el nexo entre el daño y el mineral entonces se presenta 
una oferta que por lo regular es expedida a los seis meses de iniciado el 
procedimiento. 
 
Finalmente, la persona podrá aceptar la oferta en un término de cuatro años o 
rechazarla por estimarla insuficiente. En este último caso (cuando se rechaza), se 
otorgan dos meses a partir del conocimiento de la oferta para impugnarla ante la 
jurisdicción, al igual que cuando se niega el reconocimiento de la indemnización o 
cuando no se envía una oferta dentro de los seis meses. 
 
Ahora bien, cuando se trata de enfermedades profesionales y el afectado quiere 
demandar al empleador, se debe verificar: 
 
 Si ya se pagó indemnización por el FIVA: el fondo se subroga en los 
derechos, sin embargo, la víctima puede acudir directamente, pero debe informarlo 
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para que el FIVA pueda solicitar el reembolso de las sumas pagadas, de lo contrario 
habría lugar a acciones penales. 
 Si ya ingresó al FIVA pero no ha sido indemnizado aún o no ha aceptado la 
oferta, puede demandar pero debe mantener informado al fondo. 
 
De lo expuesto, se puede colegir que, el FIVA tiene tres aspectos que se pueden 
destacar: 
 
 La celeridad en los casos donde ya un organismo de seguridad social 
reconoció la enfermedad de origen profesional, puesto que se da credibilidad al 
análisis del nexo causal que efectuó la otra institución.  
 Su estructura orgánica es acorde a un país desarrollado dado que la creación 
de una nueva persona jurídica lleva consigo altos costos de administración. 
 Brinda a las víctimas o beneficiarios la posibilidad de acudir nuevamente a 
solicitar compensación, en caso de agravarse su situación. 
 
Pese a lo anterior, consideramos que son características poco ajustables al modelo 
colombiano por los costos que conlleva su estructura y, en consecuencia, se tomará 
solo su finalidad, algunos aspectos de trámite y los beneficiarios del mismo. 
 
2.2.2 Fondo en Bélgica. El Fondo de Compensación para las Víctimas del Asbesto 
(Fonds d'indemnisation des victimes de l'amiante, AFA), fue creado en el capítulo 
VI de la Ley de Programa (I) del 27 de diciembre de 2006140, en desarrollo de la ley 
sobre la prevención de enfermedades profesionales. 
 
Se encuentra financiado por: el Estado, contribuciones de los empleadores, 
cotizaciones a la seguridad social, donaciones, legados y dineros recaudados por 
el ejercicio de la subrogación. Su administración está a cargo de la Agencia Federal 
                                                             




de Riesgos Laborales (FEDRIS) y el fin último de este, además de la instrucción 
sobre el peligro del mineral, es otorgar compensación a las personas que resultan 
afectadas por la exposición al asbesto de tipo ocupacional y ambiental. 
 
Pueden pedir compensación ante el fondo, la víctima directa o sus beneficiarios, 
siempre que el afectado padezca o haya padecido mesotelioma, asbestosis, 
engrosamiento pleural difuso bilateral, cáncer de pulmón causado por el asbesto o 
cáncer de laringe causado por este material. 
 
El trámite comienza con la radicación de la solicitud, la cual debe ir acompañada del 
examen médico donde conste el diagnóstico de una de las enfermedades 
previamente descritas y la acreditación de la exposición al asbesto en Bélgica. Si 
se trata de reclamación por parte de beneficiaros del causante, estos tendrán que 
aportar un formulario especial, diligenciado por el médico que estableció la muerte 
y su derecho prescribe a los seis meses del fallecimiento de la víctima. 
 
Una vez ello ocurre, el fondo procede a analizar la historia laboral, su exposición al 
mineral y los exámenes médicos aportados. En un tiempo máximo de cuatro meses 
se informa la decisión sobre el asunto y en caso de ser positiva la respuesta, se 
procede con el pago dentro de los cuartenta y cinco días siguientes de forma 
mensual o en una única consignación, y las cantidades, condiciones y reglas de 
interés dependerán de la tarifa asignada por el rey, previa consulta en el Consejo 
de Ministros. 
 
Ahora bien, si existe inconformidad con la aceptación o rechazo, se puede apelar 
ante el tribunal laboral dentro de los tres meses siguientes a la notificación. 
 
Resulta importante recalcar que al aceptar la compensación se excluye la 
posibilidad de acceder a la jurisdicción para obtener indemnización por parte del 
69 
 
responsable, salvo en aquellos casos donde se tengan las pruebas suficientes para 
acreditar que se causó el daño de forma deliberada. 
 
El AFA tiene como virtud la extrema celeridad en el trámite, el mínimo de material 
probatorio que se exige y la función de educación que desempeña, por ello, en la 
propuesta que se realizará para Colombia se tendrán en cuenta algunos de estos 
aspectos. 
 
2.2.3 Instituto para las Víctimas del Asbesto en Holanda. El Instituto para las 
Víctimas del Asbesto (Instituut Asbestslachtoffers, IAS)141, fue creado en el año 
1999, mediante un pacto entre el Comité de Víctimas del Asbesto, las 
organizaciones de empleadores y empleados y las aseguradoras, con la finalidad 
de brindar a las víctimas del asbesto una indemnización ágil que evite el desgaste 
ante la jurisdicción. 
 
Su labor es de actuar como intermediador entre la víctima y el empleador o 
asegurador, pero, si ambas partes no llegan a un acuerdo, la labor del IAS termina 
y el afectado puede demandar directamente a quien considera responsable. 
 
La solicitud únicamente puede ser presentada por las personas que padezcan de 
asbestosis o mesotelioma, o por familiares de víctimas fallecidas por las mismas 
enfermedades (cónyuge, hijos menores o herederos según el Código Civil). 
 
Una vez radicada la solicitud, se pueden presentar una de las siguientes 
situaciones: 
 
 La primera de ellas es cuando se busca subsidio del Banco de Seguridad 
Social porque el empleador no existe, prescribió el derecho (treinta años desde la 
                                                             




exposición) o la exposición fue ambiental: En este caso, el IAS cuenta con dos 
meses para realizar el trámite. Así, se dispone a indagar al peticionario sobre el 
contacto con el asbesto, se diligencian una serie de formularios y posteriormente se 
solicita al Panel Holandés de Mesotelioma (NMP) la confirmación del diagnóstico. 
Finalmente, el instituto aconseja al Banco de Seguridad Social (Social Insurance 
Bank)142 sobre la viabilidad de otorgar el subsidio, pero es esta entidad la que decide 
si se acoge o no a la recomendación. 
 
Este esquema no sustituye la compensación del responsable y por tanto el 
solicitante otorga una autorización para que se recuperen los costos pagados en 
caso de ser jurídicamente posible. 
 
 La segunda que se busque indemnización del empleador por los daños y 
perjuicios: Bajo este supuesto, el titular del derecho a solicitar indemnización 
responsabiliza al empleador y en consecuencia el IAS investiga sobre la acusación 
que se realiza y actúa como mediador entre el empleado y el empleador o 
asegurador. Si el empleador acepta la responsabilidad o si se establece esta luego 
del análisis riguroso, debe pagar la compensación. El trámite dura alrededor de seis 
meses. 
 
En ambos casos, el monto de la indemnización es fijado por quienes suscribieron el 
pacto.  
 
Como se observa, no es propiamente un fondo de indemnización en su sentido 
estricto sino una intermediación, no obstante, se resalta que es una figura pensada 
por y para las víctimas del asbesto, reconocidas como sujetos en situación de 
vulnerabilidad que ameritan la intervención estatal. 
                                                             
142 Es la organización que se encarga de la seguridad social en Países Bajos: SOCIALE 





2.2.4 Propuesta de creación de un Fondo de indemnización para las víctimas 
de asbesto en Colombia. Como se ha expuesto a lo largo de este escrito, se 
considera necesario crear un Fondo de indemnización en Colombia para las 
víctimas del asbesto, basado en el principio de solidaridad y tomando aspectos 
jurídicos y económicos de los modelos ya implementados en otros países. 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que la vía judicial no resulta ser el mecanismo más 
eficiente para quienes han sido afectados por el asbesto. Adicionalmente, la 
acreditación de los elementos de la responsabilidad en estos casos se torna 
compleja y es por ello que luego de años de estar a la espera, se encuentran con 
fallos absolutorios por falta de prueba. 
 
Con esto, no quiere decirse que baste con la sola manifestación ante el Fondo para 
acceder a la indemnización, sino que la carga será menos exigente, y al no tratarse 
de un juicio propio de responsabilidad, tan solo se deberá demostrar el daño, la 
exposición al mineral y los perjuicios causados. 
 
Además, no puede perderse de vista que su reparación cada vez será menos 
factible teniendo en cuenta que la estructuración del daño tarda alrededor de dos 
décadas y para ese entonces, ante la prohibición, muchas empresas cerrarán su 
operación y con ello se hará imposible el pago de condenas. 
 
Es importante dejar en claro que este tipo de fondos no son nuevos en Colombia 
pues tal y como lo argumentó Marco Antonio Velilla Moreno en su exposición 
denominada “Aproximación a la indemnización de las víctimas por vía administrativa 
y judicial”, en Colombia se tiene: Fondo Internacional de Indemnización de Daños 
Causados por la Contaminación de Hidrocarburos, Fondo de Prevención y Atención 
de Emergencias (FOPAE), fondos para cubrir accidentes médicos, Fondo de 
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Solidaridad y Garantía, Seguro Colectivo de Cumplimiento y el Fondo para la 
Reparación a las Víctimas143. 
 
En cuanto al tema específico del asbesto, se tiene que en el Proyecto de Ley No.97 
de 2015, propuesto por la senadora Nadia Blel y otros, se contempló la creación de 
un fondo de reparación de víctimas de amianto en los siguientes términos: 
 
“Artículo 7°. Fondo de reparación de víctimas de asbesto. Créase el Fondo de 
Reparación de Víctimas de Asbesto, destinado al resarcimiento material y mejora 
de las condiciones de vida digna de las víctimas de asbesto; en cuenta adscrita al 
Ministerio de Salud manejada por encargo fiduciario, sin personería jurídica ni planta 
de personal propia. El Gobierno nacional reglamentará, la fuente de recurso, 
funcionamiento y los requisitos para acceder al mismo144. 
 
Lastimosamente, y como se explicó en el primer capítulo, luego de cinco 
discusiones en primer debate fue archivado.  
 
Así entonces, se pasará a exponer algunos aspectos relevantes sobre lo que sería 
el Fondo de Indemnización para las Víctimas del Asbesto en Colombia (FIVAC): 
 
 Naturaleza: tal y como en principio se había propuesto en el proyecto de Ley, 
se considera que debería conformarse como un tipo de fondo-cuenta145 adscrita al 
Ministerio de Salud manejada por encargo fiduciario, sin personería jurídica ni planta 
de personal propia. 
 
                                                             
143 VELILLA, Marco. Aproximación a la indemnización de las víctimas por vía administrativa y judicial.  En: 
Memorias Seminario Franco Colombiano-Reforma a la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 2008. 376-381 
P. 
144COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA, SENADO, Proyecto de Ley 97 de 2015.  Por el cual se 
prohíbe la producción comercialización, exportación, importación y distribución de cualquier variedad de asbesto 
en Colombia. Gaceta. Bogotá, D.C., 2015, no.948. 
145 En la sentencia C-438-17 la Corte Constitucional explicó que “Este Tribunal a través de la sentencia C-009 
de 2002 […] precisó que […]se podía identificar dos modalidades de fondos: fondo-entidad y fondo-cuenta 
[…] en relación con los primeros de ellos, la Corte ha estimado que se asemejan a una entidad de naturaleza 
pública que hace parte de la administración pública, es decir, que cuando se crean se trata de una nueva entidad 
que modifica la estructura de la administración pública por lo cual tienen personería jurídica.(…). Por otra parte, 
los fondos-cuenta […] son los ingresos pertenecientes a fondos sin personería jurídica creados por el Legislador, 
es decir, son un sistema de manejo de recursos sin personería jurídica y son fondos especiales (…).” 
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 Fuentes de Financiación: tal y como había quedado plasmado en el 
proyecto de ley, debe ser el Gobierno Nacional quien determine con exactitud las 
fuentes del recurso, luego de los estudios económicos que realice el Ministerio de 
Hacienda y demás implicados. 
 
 Ámbito subjetivo: los pagos que realice el FIVAC estarían dirigidos a las 
personas que hayan sufrido un daño en su salud como consecuencia de la 
exposición ocupacional, no ocupacional o ambiental al asbesto. 
 
Asimismo, en caso de fallecimiento de la víctima directa, podrían solicitar 
indemnización el cónyuge o compañero permanente y los hijos menores de edad o 
mayores hasta los 25 años, siempre que estos últimos prueben encontrarse 
estudiando (en el caso de los perjuicios patrimoniales) y a falta de todos estos, los 
padres. 
 
 Algunos elementos procedimentales: 
 
Prueba: los solicitantes deberán acreditar: 
 
-El daño a la salud mediante un diagnóstico médico de la enfermedad relacionada 
con asbesto, esto es, derrame pleural no maligno, fibrosis pleural localizada y difusa, 
atelectasia redonda, asbestosis, carcinoma broncogénico, mesotelioma, 
engrosamiento pleural, cáncer de laringe, cáncer de pulmón y cualquier otra, 
siempre que se pruebe que su causa directa es el mineral. 
-Las circunstancias a las que estuvo expuesto, como, por ejemplo: 
*Haber laborado en una fábrica que usaba, transformaba o comercializaba el 
amianto o productos derivados de este. 
*Haber sido residente en un área donde se estuviese una fábrica o mina de asbesto. 
*Ser familiar, empleado doméstico o tener vínculo estrecho con un trabajador 
expuesto ocupacionalmente al asbesto. 
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*Haber tenido exposición ambiental al mineral. 
*Haber estado en la operación de desmonte del asbesto o haber usado un producto 
que contenía el mineral. 
-Perjuicios causados. 
 
Prescripción del derecho a solicitar indemnización a través del fondo: el tiempo 
máximo para acudir a esta vía sería de dos años, contados a partir del día siguiente 
en el que se expida por escrito el diagnóstico médico de la enfermedad relacionada 
con el asbesto o del certificado médico de defunción si se trata de los familiares de 
la víctima directa. 
 
 Monto de indemnización: el monto de la indemnización para los perjuicios 
no patrimoniales sería determinado por baremos. 
 
Para los patrimoniales sería necesario analizar cada una de las variables 
económicas y fácticas que presente cada caso, sin embargo, a efectos de 
sostenibilidad financiera se haría necesario el establecimiento de un monto máximo 
de reconocimiento. 
 
Mecanismo concurrente: dada la finalidad con la que se propone su creación, 
sería concurrente en la medida que puede escogerse una o las dos vías, esto es, la 
judicial y/o administrativa, para obtener la indemnización. Sin embargo y para evitar 
una doble compensación o reparación, el monto recibido en vía administrativa se 
deducirá del monto reconocido en vía judicial. 
 
 Subrogación: para evitar la irresponsabilidad de los particulares, que el 
Estado se convierta en un asegurador universal y el desfinanciamiento del fondo, 
es necesario que se establezca la figura de la subrogación, la cual es definida por 
el artículo 1666 del Código Civil como: “la transmisión de los derechos del acreedor 




Como lo sostiene el profesor Pochard: 
 
 “la característica principal de los fondos es la de separar el tema de la 
responsabilidad del de la reparación, pudiendo otorgarse esta última aun cuando no 
sea posible establecer responsabilidad alguna o cuando a priori sea difícil su 
determinación. Hay una separación entre el autor del daño y el responsable de la 
indemnización; una vez esta última es efectuada, salvo excepción legal, el fondo, 
sin embargo, se subroga en los derechos de la víctima y dispone de una acción de 
regreso contra el o los responsables.”146 
 
En este caso, cuando el titular del derecho decida no acudir a la jurisdicción, el fondo 
en virtud de la figura de subrogación acudirá en su lugar a solicitar al directamente 
responsable el monto pagado por dicho concepto, bien sea de un particular o de 
alguno de sus agentes, pero cuando sí reciba indemnización por vía judicial, deberá 
deducirse lo reconocido en la vía administrativa. 
 
A manera de conclusión y tal como se expuso a lo largo de este capítulo, la vía 
judicial aunque se constituye en una alternativa para que las víctimas del asbesto 
logren una indemnización, tiene diversos obstáculos a nivel probatorio y temporal 
que la hacen insuficiente y es por ello que se propone en virtud de la solidaridad, 









                                                             
146 POCHARD, Marcel. La indemnización de las víctimas bajo el fundamento del principio de la solidaridad 
nacional. En: Memorias Seminario Franco Colombiano-Reforma a la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 






De lo expuesto en los capítulos anteriores, se puede colegir que, pese a que el 
asbesto o amianto tiene múltiples beneficios, la exposición a este mineral, según la 
intensidad y duración, pueden causar efectos adversos en la salud y es por esta 
razón que diversos Estados se han visto obligados a restringir e incluso prohibir su 
uso dando prevalencia al derecho a la vida. 
 
En Colombia, desde el año 1942 se comercializan productos con asbesto y su 
explotación se efectúa desde el año 1972, lo que significa que tenemos en nuestro 
entorno innumerables productos riesgosos y una multitud de víctimas por la 
exposición laboral y no ocupacional que hace necesaria la intervención del Estado. 
 
A partir del año 1998, fecha en que se adoptó el Convenio 162 de 1986 a través de 
la Ley 436, el Estado colombiano científicamente conoció el riesgo del mineral y 
desde allí adoptó medidas para mitigar sus consecuencias a nivel laboral, empero, 
las consecuencias nefastas por la exposición ambiental, no ocupacional e incluso 
laboral ascendieron con el tiempo, lo que llevó a diversos sectores sociales a 
solicitar la total prohibición. 
 
Fue entonces como luego de cuatro proyectos de ley fallidos, finalmente en el año 
2019 quedó aprobada su prohibición mediante la Ley 1968, en la cual además se 
definió la política del desmonte, el plan de adaptación laboral, sanciones, licencias 
mineras, investigaciones y ruta de atención integral a las víctimas. No obstante, dejó 
de lado la creación de un fondo de indemnización y el acompañamiento en salud a 
las víctimas no ocupacionales y ambientales. 
 
De modo que, al no estimarse dentro de la ley de prohibición una respuesta 
patrimonial para las víctimas del asbesto y no encontrarse de forma clara en los 
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escritos académicos que se han expedido sobre el tema en Colombia, se vio la 
necesidad de plantear diversos escenarios de responsabilidad y solidaridad, en los 
cuales se evidencia cómo podrían los afectados ser acreedores de una 
compensación o indemnización. 
 
Es así como en lo relativo a las víctimas ocupacionales, se logró concluir que es 
posible obtener una indemnización por parte del empleador en virtud del artículo 
216 del Código Sustantivo del Trabajo, siempre que el daño causado sea producto 
de su actuar culposo, es decir, cuando no se garanticen los medios de seguridad 
para que los trabajadores ejerzan su función sin tener que materializar el riesgo 
inherente a la actividad. 
 
Adicionalmente, se trajo como propuesta aceptar el daño por ansiedad reconocido 
en Francia, pero siempre que este se encuentre medicamente acreditado pues de 
lo contrario no se configuraría la certeza del mismo. 
 
En lo que atañe a la exposición ambiental y no ocupacional, se analizó la 
responsabilidad por productos defectuosos y la responsabilidad civil. Sobre la 
primera se trajo a colación un caso fallado en Estados Unidos, donde se consideró 
que existía responsabilidad del fabricante al no informar la peligrosidad del producto 
fabricado con amianto y para el caso colombiano, a partir de la Ley 1480 de 2011 
se dedujo que basta con acreditarse el defecto del bien, la existencia del daño y el 
nexo causal para obtener la reparación del productor o comercializador. Ahora, si 
no se tiene claridad sobre el causante del daño, se romperá el nexo causal pues se 
considera que no es aplicable la teoría de cuota de mercado. 
 
En el caso de la responsabilidad civil, se acudió a decisiones judiciales tomadas en 
Estados Unidos, Inglaterra y España para plantear cómo sería estudiado el tema en 




Se estimó que tal corporación podría reconocer la explotación, transformación y 
comercialización del asbesto, como una actividad peligrosa desde 1998 y bajo este 
entendido hacer un juicio de responsabilidad basado en el artículo 2356 del Código 
Civil147. En tal supuesto al existir una presunción del elemento culpa más no una 
responsabilidad objetiva se deberá probar la actividad peligrosa, el daño y el nexo 
causal. 
 
Posteriormente, y con el propósito de contribuir con la política de prevención del 
daño antijurídico trazada por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
se plantearon dos supuestos en los que podría verse comprometida la 
responsabilidad del Estado. De un lado, se describió el caso del municipio de Sibaté, 
Cundinamarca, donde investigadores encontraron que diversas zonas públicas se 
encuentran rellenadas con este mineral y de otro lado se trajo a colación las 
viviendas de Interés Social e Interés Prioritario que usaron diversos materiales con 
amianto para su construcción. En ambos casos se hace un llamado urgente a la 
remoción del mineral toda vez que en un futuro el desgaste podría dar lugar al 
desprendimiento de fibras que causarían daños irreversibles en la salud de los 
habitantes del ente territorial y los moradores de las referidas viviendas. 
 
Finalmente, y luego de identificarse que ninguno de los mecanismos judiciales 
resultan ser eficientes y en ocasiones eficaces por la carga probatoria que se 
impone al afectado, se propuso la creación de un Fondo de Indemnización para las 
Víctimas del Asbesto en Colombia, basado en la solidaridad como principio-deber 
en el marco del Estado Social de Derecho y separado de la responsabilidad del 
Estado. 
 
Se toman aspectos como la finalidad, la celeridad y los elementos que deben 
probarse del Fondo de indemnización sin culpa de Francia, Bélgica y el Instituto 
                                                             
147 Artículo 1604 del Código Civil. 
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para las víctimas del asbesto en Holanda y se estructura el modelo colombiano 
como un fondo-cuenta adscrito al Ministerio de Salud, manejado por encargo 
fiduciario, el cual se encargaría de atribuir una compensación a las víctimas del 
asbesto o sus beneficiarios cuando estos acrediten el daño en la salud, las 
circunstancias en las que estuvo expuesto al mineral y los perjuicios causados, 
siempre que la reclamación se efectúe dentro de los 2 años siguientes al diagnóstico 
de la enfermedad o el certificado médico de defunción. No se constituiría como un 
mecanismo excluyente, toda vez que el afectado podría acudir a la vía judicial y 
administrativa, con la salvedad que se deduciría lo ya reconocido. 
 
Es así como se encuentra una serie de respuestas patrimoniales a las víctimas del 
asbesto, considerándose que la vía administrativa en definitiva sería la más eficiente 
y eficaz. La dificultad que enfrenta esta propuesta de creación de un Fondo de 
indemnización será siempre de voluntad política y luego de la pandemia generada 
por el Coronavirus-Covid-19, la financiación, sin embargo, se considera que, en 
virtud del mencionado principio de solidaridad, el Estado no puede omitir a las 
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